
TEMA: ELEMENTOS ESTRUCTURALES DE LA RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL - Que 
todo daño ocasionado debe repararse. El que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño 
a otro, es obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga por la 
culpa o el delito cometido. / CULPA EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA - Se memora que el eximente 
conocido como «hecho de la víctima» se presenta cuando la actuación de aquella constituyó la causa 
exclusiva o concurrente del daño. / 
 
HECHOS: La señora (YLLB) en representación de los menores (DYSL) y (KFSL), pretende que se 
declare la responsabilidad civil, solidaria y extracontractual por accidente de tránsito, a Consorcio 
A&C de Logística y Mantenimiento S.A.S., a Yeimi Yojana Tovar Sandoval, a la Compañía Aseguradora 
de Fianzas S.A., y a Seguros Confianza (llamada en garantía), solicita que, como consecuencia se 
declare a los responsables al pago de los perjuicios patrimoniales y extramatrimoniales causados. El 
Juzgado Catorce Civil Del Circuito de Medellin, concedió las pretensiones de la demanda. Deberá 
esta Sala determinar si, procede confirmar la decisión, si esta debe revocarse o modificarse de cara 
a los reparos encaminados a discutir la participación de la víctima en el accidente, el salario de la 
víctima, la fecha límite tenida en cuenta para liquidar el lucro cesante, como también la 
responsabilidad de la aseguradora. 
 
TESIS: El sustento jurídico de este tipo de responsabilidad se encuentra en el artículo 2356 del 
Código Civil, alivianando la carga de la prueba en favor de la parte demandante, quien goza de una 
presunción de responsabilidad en contra del demandado, únicamente desvirtuable por la parte 
pasiva-demandada- acreditando el rompimiento del nexo de causalidad entre el hecho y el daño 
por una causa extraña. Debiendo la parte actora probar el hecho, el daño y el nexo. Todo esto, en 
oposición a lo normado por el artículo 2341 del Código Civil, que hace las veces de regla general en 
materia de responsabilidad civil y que estipula un sistema de culpa probada. (…) Sobre los elementos 
estructurales de la responsabilidad civil extracontractual la C.S.J. en sentencia SC665-2019, 
manteniendo su postura dijo: El título XXXIV del Código Civil regula el régimen de la 
«responsabilidad común por los delitos y las culpas», cuyo sustento es el principio general 
concerniente a que todo daño ocasionado debe repararse. En ese sentido, al tenor del artículo 2341 
ibídem, «el que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es obligado a la 
indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga por la culpa o el delito cometido. 
(…) CULPA EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA: Este tema ha sido desarrollado de forma detallada por 
nuestro máximo órgano de decisión civil, siendo pertinente hacer referencia a lo expuesto en la 
sentencia SC665-2019, allí dijo la Corte Suprema de Justicia: “Se memora que el eximente conocido 
como «hecho de la víctima» se presenta cuando la actuación de aquella constituyó la causa exclusiva 
o concurrente del daño. Sobre el particular, en SC 19 may. 2011, rad. 2006-00273-01, reiterada en 
SC5050-2014, dijo la Corte, En lo que concierne a la conducta de la víctima, en tiempos recientes, 
precisó la Corte: se puede señalar que en ocasiones el hecho o la conducta de quien ha sufrido el 
daño pueden ser, en todo o en parte, la causa del perjuicio que ésta haya sufrido. En el primer 
supuesto –conducta del perjudicado como causa exclusiva del daño-, su proceder desvirtuará, 
correlativamente, el nexo causal entre el comportamiento del presunto ofensor y el daño inferido, 
dando lugar a que se exonere por completo al demandado del deber de reparación. Para que el 
demandado se libere completamente de la obligación indemnizatoria se requiere que la conducta 
de la víctima reúna los requisitos de toda causa extraña, en particular que se trate de un evento o 
acontecimiento exterior al círculo de actividad o de control de aquel a quien se le imputa la 
responsabilidad. En el segundo de tales supuestos -concurrencia del agente y de la víctima en la 
producción del perjuicio-, tal coparticipación causal conducirá a que la condena reparatoria que se 
le imponga al demandado se disminuya proporcionalmente, en la medida de la incidencia del 



comportamiento de la propia víctima en la producción del resultado dañoso. (…) Analizado el 
material probatorio recaudado, con especial énfasis en el informe de tránsito, en el interrogatorio 
de parte y en los testimonios, no se evidencia demostrada la culpa exclusiva de la víctima ni la 
participación en el hecho que conlleve a negar las pretensiones o a reducir la indemnización, porque, 
aunque es verdad, como aduce la parte recurrente, que en el informe de tránsito el demandante, 
fue relacionado como peatón y que la compañera de éste en el interrogatorio que rindió dio cuenta 
que su compañero salió en una moto a recoger a su cuñada que estaba en un lugar aledaño al sitio 
del accidente, indicando que para llegar al destino no era de obligatorio paso el sitio del siniestro, 
lo que implica que la víctima se bajó de la moto para estar en el lugar del desenlace fatal, también 
lo es que la parte demandada no logró demostrar que la ubicación de la víctima en el momento 
exacto del hecho fuese la vía u otro lugar donde se estuviera exponiendo al daño, pues los testigos 
no pudieron identificarlo en el video que les fue enseñado por solicitud del apoderado de la 
aseguradora recurrente y la compañera de este, dijo únicamente, al observar la grabación, que creía 
era el que tenía determinada vestimenta, pero no estaba segura de ello, a lo que se agrega que, 
incluso, si él, era efectivamente quien momentos antes del accidente estaba en la vía al lado de un 
cono de señalización, usando overol, botas de trabajo y morral en la espalda, el video que contiene 
la grabación del siniestro, permite evidenciar que momentos antes del accidente dicha persona 
corrió hacía la berma e incluso llegó hasta el césped y fue allí donde se produjo el impacto en su 
humanidad, siendo la berma y el césped aledaño, lugar idóneo para la ubicación y refugio de los 
peatones y, por obvias razones, lo irregular es que un vehículo impacte las personas que están allí. 
(…) Reclama también el apoderado de la aseguradora recurrente que el juez de primer grado erró 
al tener por probado que el occiso laboraba, a pesar de que en la demanda se indica que no lo hacía, 
concluyendo como inadecuado presumir que recibía un salario mínimo legal mensual vigente. (…) 
Esto último desarrolla el aludido principio, reconocido normativamente en el artículo 16 de la ley 
446 de 1998, el cual ordena «que al afectado por daños en su persona o en sus bienes, se le restituya 
en su integridad o lo más cerca posible al estado anterior…, y por eso, acreditada la responsabilidad 
civil, el juez ‘tendrá que cuantificar el monto de la indemnización en concreto, esto es que habrá de 
tomar en consideración todas las circunstancias específicas en que tuvo lugar el daño, su intensidad, 
si se trata de daños irrogados a las personas o a las cosas, y la forma adecuada de resarcir el 
perjuicio’ CSJ SC, 18 dic. 2012, Rad. 2004-00172-0, SC22036, 19 dic. 2017, rad. n.° 2009-0014-01. Así 
lo dejó sentado esta Corporación, al señalar: Demostrado, entonces, que se causaron perjuicios no 
se puede dictar fallo exonerando de la condena bajo el argumento de que no obra demostración de 
la cuantía del mismo ni tampoco se puede morigerar o amainar su monto predicando de manera 
simple y rutinaria que no hay forma de acreditar una superior, razón por la cual tiene que acudirse 
a deducir como retribución por los servicios prestados la correspondiente al ‘salario mínimo legal’ 
SC de 21 oct. 2013, rad. n.° 2009-00392-01. (…) Resulta pertinente señalar para terminar que, 
aunque el juez de primera instancia señaló de forma genérica que Seguros Confianza debía 
responder “hasta el monto del valor asegurado, descontando el deducible pactado en la póliza 
contratada, si a ello hubiere lugar y atendiendo la disponibilidad de cobertura del valor asegurado”, 
realmente no realizó un análisis sobre el plurimencionado amparo en exceso, siendo lo adecuado 
precisar el ordinal QUINTO de la sentencia de cara a establecer con claridad la obligación de la 
aseguradora. 
 
 
MP. MARTHA CECILIA OSPINA PATIÑO  
FECHA: 11/06/2024 
PROVIDENCIA: SENTENCIA 
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“Al servicio de la just icia y de la paz social”  

 
TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN  
SALA TERCERA DE DECISIÓN CIVIL 

 
Medellín,  once (11) de junio de dos mil veinticuatro (2024) 

-Discut ida y aprobada en sesión vi rtual de la fecha  – 
 

PRO CE SO  VERBA L R. C. E .  
DE MANDANT ES     DY LA N Y E RAY  SÁ NCHEZ L UNA  (me n or )  

KYL IA N FE RNA NDO SÁ NCHEZ L UNA (me no r )  
Re p res en ta dos  p o r  YURY  L O RE NA  L UNA BE LTRÁN  

DE MANDADO S  
 
 
 
 

-CONSO RCIO  A& C DE  L OGÍ ST ICA Y  
MA NTE NI MIE NTO  S. A . S .  
-Y EI MI  YOJA NA  TOV AR S ANDOV AL  
-COM PA ÑÍ A ASEG URA DO RA DE  F IA NZA S S . A . -  
SEG UROS CO NFI ANZ A ( l l a m ad a en  g ara n t í a )  

RADICADO  05 00 1  31  0 3  01 4  20 19  0 04 6 4  0 1  
In t e rn o :  2 02 3 -2 79  

PRO CE DE NCI A  JUZGA DO CATO RCE C IV I L  DEL CI RCUITO DE  
ME DE LL ÍN .  

TEM AS Y  
SUBTE MAS  

RES PO NSA BI L I DA D CIV IL  E XTRA CO NT RA CTUAL  
POR A CTI V I DA DE S PEL IG ROS AS.  CA RGA  DE  L A 
PART E DEM ANDA DA DE P ROBA R LA CUL PA DE LA 
V Í CT IM A.  P RES UNCIO NE S E N MATE RÍA  DE  
PERJUIC IOS .  PÓL IZA  E N E XCE SO.    

SENT ENCIA  No .  06 7  

DE CI SIÓ N  MODIF I CA  
MAG IST RADA 
PONENT E  

MART HA CE CIL I A  OSP I NA PATI ÑO  

 

Procede el Tribunal a través de la presente sentencia escri ta, conforme lo permite la 

Ley 2213 de 2022 que adoptó como legislación permanente el Dec reto 806 de 2020, 

luego de agotada la etapa de sustentación  de la alzada,  a decidi r  el  recurso de 

apelación interpuesto por la demandada COMPAÑÍA ASEGURADORA DE FIANZAS 

S.A. –SEGUROS CONFIANZA (l lamada en garantía) contra la sentencia proferida por 

el  JUZGADO CATORCE CIVIL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN en sesión de audiencia 

celebrada el 15 de noviembre de 2023 dentro del presente proceso.    

 

I .  ANTECEDENTES 

 

Previo a reseñar los aspectos importantes para proferi r la sentencia de segunda 

instancia en este asunto, es preciso  dejar la siguiente aclaraci ón respecto del  t rámite 
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de este proceso:  La demanda inicialmente fue presentada por cuatro grupos famil iares, 

por el  fal lecimiento de uno de sus miembros en el accidente de tránsito que originó el  

proceso,  y en contra de varias aseguradoras, sociedades y personas naturales, pero 

adelantado el proceso, decretadas las pruebas y real izadas las  sesiones de audiencia 

los días 16 de agosto de 2023 y  30 de agosto de 2023 en las que se agotó la etapa 

conci l iatoria e interrogatorios de parte a los integrantes de la parte demandan te, se 

logró acuerdo conci l iatorio  parcial ,  del cual se concluyó que el proceso continuaría 

por la parte demandante con los menores DYLAN YERAY SÁNCHEZ LUNA y KYLIAN 

FERNANDO SÁNCHEZ LUNA representados por YURY LORENA LUNA BELTRÁN  (que 

formaban parte del grupo famil iar 4) ,  y como parte demandada  con CONSORCIO A&C 

DE LOGÍSTICA Y MANTENIMIENTO S.A.S.,  YEIMI YOJANA TOVAR SANDOVAL y 

COMPAÑÍA ASEGURADORA DE FIANZA S S.A. - SEGUROS CONFIANZA (l lamada en 

garantía),  razón por la cual en la decisión solo se hará referencia a lo que tenga que 

ver con estas partes,  en aras de la economía procesal y ut i l idad.  

 

1.  LA DEMANDA 

La parte actora a t ravés de mandatario  judicial ,  entabla demanda con pretensión de 

responsabi l idad civi l  extracontractual,  la cual fue reformada incluyendo miembros de 

la parte demandante –grupo fami l iar 4- y de la parte demandada,  persiguiendo las 

siguientes declaraciones (carpe ta  01Pr imera Ins tanc ia / c arpeta  C01 Pr inc ipa l / a rch i vo  

01Demanda Verba l  y  20ReformaDeLaDemanda ) :   

 

( i ) DECLARAR la responsabi l idad civi l ,  sol idaria y extracontractual  por el  accidente 

ocurrido el 19 de sept iembre de 2018 , de la sociedad CONSORCIO A&C DE 

LOGÍSTICA Y MANTENIMIENTO S.A.S y de la señora YEIMI YOJANA TOVAR 

SANDOVAL.  

 

( i i )  DECLARAR que dentro de l contrato de seguro emit ido por la COMPAÑÍA 

ASEGURADORA DE FIANZAS S.A. - SEGUROS CONFIANZA se conf iguró, con el  

accidente, el  siniestro para el amparo de responsabi l idad civi l  e xtracontractual.  

 

( i i i )  DECLARAR que,  por el  contrato de seguro, la COMPAÑÍA ASEGURADORA DE 

FIANZAS S.A. - SEGUROS CONFIANZA se encuentra obl igada al pago de la 

indemnización que le corresponde a la parte demandante, de conformidad con los 

amparos para el r iesgo de responsabi l idad civi l  extracontractual y hasta el l ímite 
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máximo del valor asegurado y demás condiciones generales y part iculares del contrato 

de seguro.  

 

( iv) CONDENAR civi l  y sol idariamente a los responsables al pago de los perjuicios 

patrimoniales y extrapatrimoniales causados a cada uno de los demandantes, que se 

discriminan así:  

 

Para DYLAN YERAY SÁNCHEZ LUNA, lucro cesante consol idado $8’864.505,  lucro 

cesante futuro $14’386.558,  perjuicio moral  el  equivalente a 100 s .m.l .m.v.,  daño a la 

vida de relación el equivalente a 100 s .m.l .m.v.  

 

Para KYLIAN FERNANDO SÁNCHEZ LUNA, lucro cesante consol idado $8’864.505, 

lucro cesante futuro $21’651.007,  perjuicio moral  el  equivalente a 100 s .m.l .m.v.,  daño 

a la vida de relación el equivalente a 100 s .m.l .m.v.  

 

(v) Como consecuencia de las pretensiones 2 y 3 , CONDENAR a la COMPAÑÍA 

ASEGURADORA DE FIANZAS S.A. - SEGUROS CONFIANZA al pago de la 

indemnización que cubría el contrato de seguro a dquirido por los demandados para el  

r iesgo de responsabi l idad civi l  ex tracontractual.  

 

(vi ) CONDENAR a la COMPAÑÍA ASEGURADORA DE FIANZAS S.A. - SEGUROS 

CONFIANZA, de conformidad con el  art ículo 1080 C.C o.  al  pago de intereses 

moratorios sobre las sumas impuestas a su cargo en favor de la parte demandante, 

desde el  día de la not i f icación del  auto admisorio de la demanda al  asegurador y hasta 

la fecha en que se efectúe el pago de las sumas concedidas.  

 

(vi i )  CONDENAR en costas y agencias en derecho a la parte demandada.  

 

Luego presenta el juramento est imatorio, y expl ica que para el momento del 

fal lecimiento de HERMES FERNANDO SÁNCHEZ POVEDA ( carpeta  

01Pr imera Ins tanc ia / carpeta  C01  Pr inc ipa l / a rch i vo  20Re formaD eLaDemanda,  pág  pdf  39 )  DYLAN 

YERAY (hi jo) tenía 5 años por lo que le fal taban 20 años para cumpli r los 25, y KYLIAN 

FERNANDO (hi jo) tenía 9 meses, y le fal taban 24 años 3 meses para cumpli r los 25 

años. Que desde la muerte del padre se han consol idado 38 meses, y para el lucro 

cesante consol idado se asignará a los hi jos la mitad de la renta dejada de percibi r,  es 
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decir  de $1’135.743, se descuenta el  25% para sus propios gastos, quedando 

$851.743,  lo que arroja en los 38 meses la suma de $35’458.023,  corres pondiendo a 

los hi jos $17’729.011, y a cada uno $8’864.505 .  Para lucro cesante futuro, se parte 

del total  del ingreso del fal lecido, y para un primer t iempo, será hasta cuando el 

demandante DYLAN cumpla 25 años, que corresponde a 202 meses, asignando a cada 

demandante $14’386.558; para un segundo t iempo, que será hasta que  KYLIAN 

cumpla los 25 años, descontando el lucro cesante consol idado y el futuro l iquidado 

hasta cuando el ot ro hi jo cumplió los 25 años, quedando pendiente 51 meses, 

correspondiéndole $7’264.449, para un total de lucro cesante futuro para éste 

demandante de $21’651.007.  

 

2. FUNDAMENTOS DE HECHO 

Se narra en la demanda- reforma-, como hechos relevantes que competen a estos 

demandantes, que el  19 de sept iembre de 2018, en la vía Puerto Salgar-Guaduas, 

ki lómetro 46+850 metros en el Departamento de Cundinamarca, ocurrió un accidente 

de t ránsito en el  que se vio involucrado el  vehículo de placa SOA492 ,  en el  que 

fal lecieron varias personas, entre el los  el señor HERMES FERNANDO SÁNCHEZ 

POVEDA en cal idad de peatón.  El vehículo era conducido por el  señor MARIO 

ALBERTO LÓPEZ GÓMEZ, propiedad de YEIMI YOJANA TOVAR SANDOVAL, y se 

movi l izaba en una operación comercial  de transporte de material  en vi rtud del contrato 

celebrado entre el CONSORCIO A&C DE LOGÍSITCA Y MANTENIMIENTO S.A.S y el 

CONSORCIO VIAL HELIOS, controlador y administ rador de la operación 

transportadora del contrato de concesión de la obra Proyecto Ruta del Sol 1.  

 

Cuenta que en vi rtud del proyecto Ruta del Sol y el  contrato celebrado  para el 

transporte de material ,  se aseguraron sus riesgos por intermedio de varias 

aseguradoras, y por medio del contrato de seguro instrumental izado en la pól iza 05 -

RO064171 con la COMPAÑÍA ASEGURADORA DE FIANZAS S.A.S - CONFIANZA, en 

la que también ostenta la cal idad de asegurado el CONSORCIO VIAL HELIOS y la 

subcontrat ista CONSORCIO A&C DE LOGÍSTICA Y MANTENIMIENTO S.A.S.  

 

Indica que el siniestro ocurr i ó por la fal ta de pericia del conductor al  maniobrar el  

vehículo, sumado a una fal la técnica en sus f re nos, col isionó una grúa y un vehículo 

que se encontraban sobre la v ía debido a un accidente que se había presentado con 

antelación,  y de paso, a varias personas que se encontraban en el lugar ,  entre el los, 
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la referida víct ima HERMES FERNANDO SÁNCHEZ POVEDA, rodante que ci rculaba 

en ejercicio de una act ividad pel igrosa bajo la guarda,  instrucción, coordinación, 

di rección y control de su conductor,  propietaria, y de la empresa prestadora del 

servicio de t ransporte CONSORCIO A&C DE LOGÍSTICA Y MANTENIMIENTO S. A.S.  

El accidente fue atendido por la autoridad de t r ánsito que real izó el  informe de 

accidente No C-00091387,  en el  cual  se consigna como hipótesis del  accidente ,  el 

número 202 que corresponde a “ fal las en los f renos ” del vehículo de placa SOA492 , y 

por éste se inició invest igación penal por el  del i to de homicidio culposo en contra del 

conductor MARIO ALBERTO LÓPEZ GÓMEZ, quien en audiencia celebrada el 5 de 

octubre de 2020 ante el Juzgado Segundo Promiscuo Municipal con Funci ón de control  

de Garantías del Municipio de Guaduas-Cundinamarca aceptó su responsabilidad 

penal  en el accidente de t ránsito, siendo declarado responsable.  

 

Señala que la víct ima HERMES FERNANDO SÁNCHEZ POVEDA tenía 29 años de 

edad, con una edad probable de 51.3 años, no contaba en el  momento del accidente 

con act ividad laboral estable, por lo que la l iquidación del perjuicio patrimonial part i rá 

de la presunción de devengar un salar io mínimo legal mensual vigente,  que para esa 

fecha era de $908.526,  más el factor prestacional  $227.131,  para una base de 

$1’135.657, el  cual se debe actual izar.  Su grupo famil iar estaba conformado por  su 

compañera permanente YURY LORENA LUNA BELTRÁN y sus dos hi jos menores 

DYLAN YERAY SÁNCHEZ LUNA y KYLIAN FERNANDO SÁNCHEZ LUNA (se 

mencionan otros integrantes que conci l iaron) quienes sufrieron un daño i rreparable 

con la muerte de su esposo y padre, quedando seriamente afectados,  af l igidos, 

padeciendo intensos sent imientos de congoja, af l icción y desmedro anímico ,  con quien 

tenían grandes lazos de amor, generando cambio grave y constante en el proyecto de 

vida. Además de un perjuicio patrimonial por cuanto dependían en un todo 

económicamente de la víct ima.  

 

3. INTEGRACIÓN DEL CONTRADICTORIO Y LAS EXCEPCIONES DE MÉRITO.  

Admit ida la demanda inicial  el  24 de sept iembre de 2019 , (carpe ta  

01Pr imera Ins tanc ia / carpeta  C 01Pr inc ipa l / a rch i vo  02Ac taRepar toAutoAdmisor io Trám i te ) ,  y la reforma 

de la demanda en la que se incluyó como parte actora a los hoy demandantes, con 

auto del 21 de enero de 2022 (carpeta  01Pr imera Ins tanc ia /carpeta  C01Pr inc ipa l /a r ch ivo  21Admi te  

ReformaDeLaDemanda) ,  los demandados fueron not i f icados en debida forma y procedieron 

a dar respuesta como se compendia a cont inuación:  
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La demandada CONSORCIO A&C DE LOGÍSTICA Y MANTENIMIENTO  S.A.S.  contesta 

diciendo ( carpe ta  01Pr imera Ins tanc ia / carpeta  C01Pr inc ipa l / a rch i vo  33  

Conntes tac iónDeConso rc ioAycLog i s t i caYManten iem ientoS.A.  (s ic ) )  que la gran mayoría de los 

hechos no le constan y deben ser probados ; en lo que ref iere a la conducción y 

propiedad del vehículo no le consta, y el  vínculo con el consorcio es totalmente falso, 

por cuanto nunca adquirió relación directa con el vehículo referido, pese a tener 

labores a desarrol lar en el sector ,  nunca tuvo vínculo con el conductor para ese 

momento.  

 

Af i rma que lo relatado con relación al accidente es totalmente falso, por cuanto la 

causa del deceso de la víct ima fue su propia culpa, al  encontrarse en el lugar de los 

hechos, al  parecer intentando el  saqueo o hurto al  vehículo que se encontraba 

inicialmente accidentado.  Se desconoció las normas de tránsito, asumiendo por sí 

mismo el  r iesgo que se material izó con el nuevo accidente ,  tanto es así ,  que en la 

demanda inicial  se di jo que los supuestos peatones esta ban prestando ayuda al  

accidentado, y en la reforma señala que se encontraban en el lugar, t ratando de 

encubri r su responsabi l idad y fal ta de leal tad procesal.  

 

Frente a las pretensiones se opone a la total idad de el las por ser inexistentes y plantea 

responsabi l idad exclusiva de la víct ima y  de terceros (Artículos 57, 58 CNTT).  

 

Como excepciones de mérito, opone: 1. CULPA EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA.  Como 

se evidencia en el informe de pol icía, la víct ima no se encontraba en el sector 

real izando act iv idad conforme a la ley, solo incurría en violaci ón al derecho penal,  

real izando un hurto del primer vehículo accidentado, con desapego a la norma de 

tránsito.  No estaba real izando ayuda, y su l legada al si t io fue de manera imprudente,  

impert inente y poco cuidadosa,  solo con el  ánimo de saquear el vehículo accidentado.  

2. HECHO DE UN TERCERO. Según se relata el accidente ocurrió como e fecto de la 

col isión del vehículo conducido por MARIO ALBERTO LÓPEZ GÓMEZ, quien no 

contaba con orden alguna para transit ar por esa ruta, no hay nexo causal,  por cuanto 

es el conductor quien desarrol la la act ividad de manera personal  e independiente , con 

un automotor que no es del consorcio.  Advierte que , según el  informe de accidente, 

el  primer evento carecía de la debida señal izació n para prevenir al  conductor de su 

cercanía con esta anomalía en la carretera, de haber exist ido,  la posibi l idad de que el 

segundo accidente no ocurriera sería mayor.   3.  CASO FORTUITO. Como lo anuncia 
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la parte actora, se presenta una fal la en el automotor  que col is iona, si tuación que se 

desprende de cualquier previsi ón o imprudencia de parte del conductor,  es un 

imprevisto.  Sumado a la existencia de un accidente anterior.  

 

La demandada y l lamada en garantía COMPAÑÍA ASEGURADORA DE FIANZAS S.A. 

SEGUROS CONFIANZA responde (carpeta  01 Pr imera  Ins tanc ia /carpe ta  C02 

L lamadoGarant ía#1Conf ianzaSAS/arch ivo  06.  Con tes tac ión  L lamamien toCon f ianza)  al  l lamado que le 

hiciera los demandados iniciales CSS CONSTRUCTORES S.A.,  CONSTRUCTORA 

CONCONCRETO S.A.,  IEC INGENIEROS S.A. EN LIQUIDACIÓN hoy SACDE S.A.  – 

SOCIEDAD ARGENTINA DE CONSTRUCCIÓN Y DESARROLLO ESTRATÉGICO S.A  

SUCURSAL COLOMBIA y CARLOS ALBERTO SOLARTE SOLARTE, con fundamento 

en que el CONSORCIO VIAL HELIOS- contratante- subcontrató con el CONSORCIO 

A&C DE LOGÍSTICA Y MANTENIMIENTO S.A.S. el  t ransporte de materiales, según 

contrato CVH-571-2017, en el que la subcontrat ista por su cuenta y riesgo, con l ibertad 

y autonomía técnica,  di rect iva e independiente se obl iga a prestar los servicios de 

transporte de materiales de construcción en el proyecto del SOL SECTOR 1, y se 

comprometió a const i tui r garantías y pól izas a favor del Patrimonio Autónomo Ruta del 

Sol  Sector Uno, y como benef iciario adicional  Consorcio Vial  Hel ios, responsabi l idad 

civi l  extracontractual .   En cumplimiento de esta obl igación el CONSORCIO A&C DE 

LOGÍSTICA Y MANTENIMIENTO S.A.S. suscribió con la COMPAÑÍA ASEGURADORA 

DE FIANZAS S.A. SEGUROS CONFIANZA el contrato de responsabi l idad civi l  

extracontractual,  vert ido en la pól iza 05 -RO064171 bajo la modal idad de ocurrencia, 

vigente entre el 25 de junio de 2018 y el 22 de diciembre de 2018.  

 

Se advierte que en la respuesta se ref iere a los hechos de la demanda inicial  y al 

l lamado,  la cual se al legó antes de que la demanda fuera reformada, modif icación 

sobre la cual esta demandada no se pronunció, pero se t rae a colación toda vez que 

se ref iere al vínculo contractual entre la demandada CONSORCIO A&C DE LOGÍSTICA 

Y MANTENIMIENTO S.A.S y la aseguradora CONFIANZA.  

 

En dicha respuesta la aseguradora, a l  referi rse a los hechos de la demanda (inicial ) 

af i rma que ninguno de los hechos le consta por ser ajenos a el la y deben probarse 

formalmente,  no se pronuncia f rente a las pretensiones por desconocer los 

fundamentos fáct icos.   
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Y en su defensa propuso excepciones de mérito  que denominó 1.  CULPA DE LA 

VÍCTIMA-AUSENCIA DE RESPONSABILIDAD.  De las pruebas al legadas se observa 

un actuar negl igente y desprevenido de los peatones fal lecidos, quienes se expusieron 

a una si tuación pel igrosa al ocupar la vía donde había ocurrido un accidente previo, 

al  parecer para saquear el vehículo objeto del p rimer accidente, quienes 

transgredieron los art ículos 57 y 58 CNTT. 2.  FALTA DE ACREDITACIÓN DE LOS 

PERJUICIOS QUE SE PRETENDEN.  No se acredita el  of icio ej ercido por los fal lecidos 

ni sus ingresos para determinar el  lucro cesante.  

 

Y en relación con el  l lamamiento en garantía  dice que no le consta el contrato de quien 

lo l lamó con el CONSORCIO A&C DE LOGÍSTICA Y MANTENIMIENTO S.A.S, pero 

admite que con fundamento en ese contrato, esta ent idad sol ici tó la expedición de la 

pól iza de responsabi l idad civi l  ex tracontractual,  suscribiendo la pól iza No 05 

RO064171, de fecha 28 de noviembre de 2017 y cert i f icado para la fecha del accidente 

No 05 RO117872 cuyo objeto es “ Indemnizar los daños y/o perjuicios patrimoniales y 

extrapatrimoniales siempre que deriven de u n daño f ísico y/o material  imputables al  

tomador y/o asegurado de la pól iza, y causados por lesiones,  muerte y/o daños a la 

propiedad de terceros derivados de la ejecución del contrato No CVH -571-2017, 

referente al t ransporte de materiales de construcción en el proyecto de ruta del sol 

sector 1”  

 

Sobre las pretensiones del l lamamiento, expone que no se opone a que resulte 

condenada a reembolsar al  CONSORCIO A&C DE LOGÍSTICA Y MANTENIMIENTO 

S.A.S (asegurado) la suma por la que resulte condenada hasta el máximo valor 

asegurado para la fecha de ocurrencia de los hechos, siempre y cuando el  vehículo 

involucrado se encuentre relacionado en la carátula d e la pól iza o documentos anexos 

a la misma (numeral  16-cáusula primera-amparo básico),  si  el  consorcio t iene como 

act ividad principal el  t ransporte de bienes.  Dice que la cobertura operará en exceso 

de la pól iza de responsabi l idad civi l  extracontractual de l t ransportador,  del amparo 

patrimonial de la pól iza de automóvi les del vehículo y del seguro SOAT , o en exceso 

del deducible establecido en la carátula o documentos anexos a la misma, el  que 

resulte mayor.   Ahora, s i  el  consorcio no t iene como act ividad p rincipal el  t ransporte 

de bienes, la pól iza solo podrá afectarse en exceso del SOAT que debe estar 

contratado y vigente,  y en exceso del amparo de responsabi l idad civi l  hacia terceros 

de una pól iza básica de seguro de automóvi les cuando ésta haya sido cont ratada o en 
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exceso de los l ímites que se indican en la cará tula de la pól iza o documentos anexos 

(4. Anexo responsabi l idad civi l  por el  uso de vehículos terrestres propios y no propios) , 

y en la carátula de la pól iza se indica que dicho amparo (vehículos p ropios y no 

propios) opera en exceso de los amparos que otorga una pól iza básica de seguros de 

autos (contratada o no) con l ímite asegurado no infer iores a 

$100’000.000/$100’000.000/$200’000.000 por evento.  

 

Frente al l lamamiento opone excepciones que denominó: 1.  IMPROCEDENCIA DE 

AFECTACIÓN DE LA POLIZA No RO064171 SI EL CONSORCIO TIENE COMO 

ACTIVIDAD PRINCIPAL EL TRANSPORTE DE BIENES.  Numeral  16 de la cláusula 

primera –amparo básico, así si  el  consorcio t iene como act ividad principal el  t ransporte 

de bienes y el vehículo de placa SOA492 NO está relacionado en la carátula de la 

pól iza o anexos, NO existe cobertura  del accidente acaecido. 2.  OBJETO Y LIMITE DE 

COBERTURA DEL AMPARO DE VEHICULOS PROPIOS Y NO PROPIOS . Numeral 4.  

Anexo responsabi l idad civi l  por el  uso de vehículos terrestres propios y no propios,  de 

las condiciones generales de la pól iza.   La pól iza únicamente opera en exceso de 

$200’000.000 de la pól iza básica de seguro de automóvi les cuando ésta haya sido 

contratada, y el  l ímite de cobertura de  Seguros Confianza corresponde al valor 

asegurado de $67’384.705, previo descuento del deducible.  3.  LÍMITE DEL VALOR 

ASEGURADO Y DEDUCIBLE. 4. GENÉRICA.  

 

Entretanto la demanda YEIMI YOVANA TOVAR SANDOVAL  no compareció al  proceso,  

por tanto, guardó si lencio pese a haberse not i f icado.  

 

4. ETAPAS PROCESALES SUBSIGUIENTES A LA INTEGRACIÓN DEL 

CONTRADICTORIO 

Integrado el contradictor io, se corrió t raslado de las excepciones, se f i jó fecha para la 

audiencia inicial  con auto del  12 de mayo de 2023 (carpe ta  01Pr imera Ins tanc ia /carpeta  C01 

Pr inc ipa l / a rch i vo  50)  para el  16 de agosto de 2023,  y se decretaron pruebas.   En esta 

sesión se intentó conci l iación y se inició con los interrogatorios de los demandantes, 

suspendiendo para cont inuar el  30 de agosto  de 2023, en esta ocasión se intentó de 

nuevo conci l iación y ante su f racaso se cont inuó con los interrogatorios de los 

demandantes,  escuchando a la señora YURI LORENA LUNA BELTRAN 

(carpeta01Pr imera Ins tanc ia /carpe ta  C01Pr inc ipa l /a r ch ivo  71  

Grabac iónAud ienc iaAgosto30Par te1Cont inuac ión In ter rogator ios /8 ’40 ”)  quien representa a los 
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menores aquí  demandantes,  y demás demandantes iniciales,  suspendiendo la 

audiencia para cont inuarla el 6 de sept iembre.  En esta fecha se inic ia con los 

interrogatorios de los representantes legales de las demandadas y en su desarrol lo 

las partes manif iestan voluntad de conci l iar,  logrando conci l iación parcial ,  tal  como se 

expuso al inicio de esta providencia.  Concretado el acuerdo parcial  se cont inuó con 

la recepción del interrogatorio de la representante legal  de la demandada  CONFIANZA 

S.A.,  Dra. MONICA LILIANA OSORIO GUALTEROS ( carpeta01Pr imera Ins tanc ia / carpeta  

C01Pr inc ipa l /  a rch i vo  76Grabac iónAud ienc iaSep t6 -Conc i l iac iónParc ia l -con t inuac ión  In ter rogator ios -

Suspende /25 ’12 ”)  toda vez que los demandados YEIMI YOJANA TOVAR SANDOVAL y 

CONSORCIO A&C DE LOGÍSTICA Y MANTENIMIENTO S.A.S.  no comparecieron a la 

audiencia.  Luego se f i jó el  l i t ig io, se hizo control de legal idad y se  dispuso la práct ica 

de la prueba test imonial  pert inente , escuchando a la señora MARCELA ESTRADA 

GALINDO (carpe ta  01  Pr imera  Ins tanc ia / carpeta  C01Pr inc ipa l /  a r ch ivo  76Grabac iónAud ienc iaSept6 -

Conc i l i ac iónParc ia l -cont inuac ión  In ter roga tor ios -Suspende /1h43 ’30 ”)  y a YINDREI JARAMILLO  

GIRALDO (carpe ta  01 Pr imera  Ins tanc ia / carpeta  C01Pr inc ipa l /  a r ch ivo  76Grabac iónAud ienc iaSept6 -

Conc i l i ac iónParc ia l -cont inuac ión  In ter rogator ios -Suspende/  2h28 ’40 ”) ,  f inal iza la sesión informando 

que f i jará próxima fecha mediante auto a efecto de escuchar alegaciones y proferi r 

fal lo,  auto que se fechó el 19 de sept iembre de 2023 f i jando el  9 de noviembre de la 

misma anual idad,  en esta sesión se escucharon alegatos de las partes (carpe ta  01 Pr imera 

Ins tanc ia /carpeta  C01Pr inc ipa l /  a rch ivo  78Grabac iónaud ienc iaAlega tosNov9De2023)  señalando fecha 

para proferi r el  fal lo el  15 de noviembre de 2023 ( carpeta  01 Pr imera  Ins tanc ia /carpeta  

C01Pr inc ipa l /  a rch ivo  80Grabac iónAud ienc ia Sentenc iaNov15 -AseguradoraApe l a) .  

 

5. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA  

Proferida en audiencia l levada a cabo el  15 de noviembre de 2023 (carpeta  01  Pr imera 

Ins tanc ia /carpeta  C01Pr inc ipa l /  a rch i vo  80Grabac ión  Aud ienc ia  Sentenc iaNov15 -AseguradoraApe la )  

advierte el juez que dará apl icación al art .  280  del C.G.P.,  y pasa a plantear el  

problema jurídico conforme a la f i jación del l i t igio y  a determinar el  cumplimiento de 

los presupuestos procesales .  

 

Se ref iere al concepto de la responsabi l idad civi l  extra contractual,  art ículo 2341 

Código Civi l ,  reseñando los elementos para su prosperidad, pasa a la responsabi l idad 

civi l  por las cosas inanimadas, art ículo 2356 Código Civi l ,  luego, se det iene en la 

responsabi l idad por el  ejercicio de act iv idades pel igrosas,  donde se presume la 

responsabi l idad.   Aborda el tema de la culpa exclusiva de víct ima o la part icipación de 

esta, art .  2357 Código Civi l .  
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Seguidamente afronta el anál isis del  caso en concreto,  inic iando por indicar que no 

están en discusión los presupuestos de la acción de responsabi l idad civi l  

extracontractual,  el  hecho con la prueba documental,  e l  video obrante en archivo 65, 

dictamen pericial  de los que fueron demandados que acredi taban la autent icidad del  

video, interrogatorios; el  daño que l o const i tuye la muerte del señor HERMES  

FERNANDO que se concreta en los perjuicios ocasionados a los demandantes hi jos 

del di funto;  también está acreditado el  nexo de ca usal idad entre el hecho y el 

fal lecimiento.  

 

Alude a la responsabi l idad de la propietar ia del vehículo, el  consorcio y la 

aseguradora, procediendo al estudio de las excepciones planteadas  CULPA 

EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA, HECHO DE UN TERCERO,  CASO FORTUITO Y FALTA 

DE ACREDITACIÓN DE LOS PERJUICIOS , las cuales concluye no t ienen prosperidad,  

cont inuando con el anál isis probatorio de los perjuicios reclamados  y la 

responsabi l idad de la aseguradora a efecto de afectar la pól iza.  

 

Final iza decidiendo declarar no prosperas las excepciones, declara civi lmente 

responsables a los demandados YEIMI YOJANA TOVAR SANDOVAL y CONSORCIO 

A&C DE LOGÍSTICA Y MANTENIMIENTO S.A.S.,  los condena al pago de lucro cesante 

consol idado y futuro, perjuicio moral y daño a la vida de rela ción a favor de los 

menores DYLAN y KYLIAN, declara que la aseguradora deberá responder por estas 

sumas hasta el monto asegurado, descontando el  deducible y atendiendo la 

disponibi l idad de cobertura, en caso que supere , los demandados deberán responder 

por la di ferencia, condena a la asegurador a a pagar los intereses moratorios conforme 

el art .  1080 Código de Comercio a part i r de  la sentencia y hasta que se haga efect ivo 

el pago, condena en costas a los demandados y f i ja agencias en derecho.  

 

6. IMPUGNACIÓN 

La sentencia fue recurrida en apelación por la parte demandada  COMPAÑÍA 

ASEGURADORA DE FIANZAS S.A. SEGUROS CONFIANZA  (ca rpe ta  01 Pr imera 

Ins tanc ia /carpeta  C01Pr inc ipa l /  a r ch ivo  80Grabac ión  Aud ienc ia  Sentenc iaNov15 -AseguradoraApe la /2h03 ’ )  

y expuso como reparos que sustentó en la misma audiencia, s in más pronunciamiento 

en esta instancia:  
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1. Estaba probado que la víct ima se expuso al daño y su grado de part icipación, el lo 

se desprende del informe de t ránsito y los test imonios,  pues  optó por quedarse en el 

si t io cuando no debió  estar ahí,  su grado de part icipación es alto,  por cuanto si  hubiere 

cont inuado con su camino en la moto que conducía, no hubiera fal lecido.  

 

2. El despacho da por probado que la víct ima estaba laborando y no se acredi tó el lo, 

incluso el mismo despacho advierte qu e no hay prueba y así se conf ies a en la 

demanda-hecho 17-, se basa en una prueba test imonial desconociendo la confesión  

de que no tenía ingreso.  

 

3. Se toma como edad l ímite para l iquidar perjuicios, hasta los 25 años de los 

demandantes, pero se desconoce las condiciones part iculares de los menores, no se 

prueba que algún miembro de la famil ia tuviera formación profesional que l levase a 

pensar que los menores en un futuro l legarían a el lo, como tampoco que los menores 

tuvieran esa expectat iva, desconoce las condiciones part iculares del caso y no hay 

prueba.  

 

4. Da por probado los daños, sin estarlo,  desconoce que no existen los parámetros 

para dicha condena, sumado a que no se tuvo en cuenta la part icipación de la víct ima 

en el hecho.  

 

5. El despacho desconoce las condiciones de la pól iza, donde se establece claramente 

que para que haya cobertura,  las empresas que se dediquen al t ransporte como 

act ividad principal,  solo apl ica cuando el  vehículo se encuentre relacionado en la 

carátula, y en la pól iza no está  el vehículo involucrado, por tanto, no estaba cubierto, 

desconoce el objeto de la empresa consorcio.  

 

6. No existe cobertura, y si  la hubiera, el  despacho desecha que la cobertura de la 

pól iza es en exceso de $200’000.000, que deben estar cubiertos por ot ra pól iza 

contratada o no, es deci r la propietaria del vehículo debe cubri r esos primeros 

$200’000.000.  
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I I .  CONSIDERACIONES 

 

1. VERIFICACIÓN DE PRESUPUESTOS PROCESALES Y AUSENCIA DE 

IRREGULARIDADES CONFIGURATIVAS DE NULIDAD  

La Corporación ha establecido que en el caso bajo examen concurren los presupuestos 

procesales necesarios para  proseguir con el t rámite de la segunda instancia ,  sin que 

se advierta i rregularidad const i tut iva de nul idad que pueda comprometer la val idez de 

lo actuado hasta el momento, lo cual permite a este Tribunal asumir la r esolución del  

recurso de alzada en los términos planteados por los recurrentes.  

 

2. PROBLEMA JURÍDICO A RESOLVER 

Deberá esta Sala de Decisión determinar si  dentro del asunto de la referencia, procede 

confi rmar la decisión adoptada en primera instancia,  en cuanto que declaró la 

responsabi l idad civi l  de las demandadas y las condenó a pagar los perjuicios 

reclamados por la parte demandante o si  esta debe revocarse o modif icarse de cara a 

los reparos planteados encaminados a discut i r la part icipación de la víct ima en el  

accidente, el  salario de la víct ima, la fecha l ímite tenida en cuenta para l iquidar el  lucro 

cesante, como también la responsabi l idad de la aseguradora respecto a la orden que 

le fue dada.  

 

3. PREMISAS JURÍDICAS APLICABLES AL CASO  

3.1. RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL POR ACTIVIDADES 

PELIGROSAS .    

La responsabi l idad civi l  t iene su razón en la obl igación que toda persona debe  asumir 

las consecuencias patrimoniales económicas que surjan de un hecho, acto o conducta,  

por él  desplegado, responsabi l idad que adquiere la naturaleza de ser contractual o 

extracontractual,  según se derive de incumplimiento, cumplimiento tardío o defectuoso 

de las obl igaciones contenidas en un contrato, convención o acuerdo de voluntades; 

o del desconocimiento de las obl igaciones impuestas por la ley, o con ocasión de la 

comisión de un del i to o culpa .  

 

Cuando se ref iere a la responsabi l idad civ i l  extracontractual ,  existe una subcategoría,  

cual es la responsabi l idad civi l  por el  hecho de las cosas inanimadas, y dentro de ésta, 

a su vez, responsabi l idad civi l  causada por las cosas en ejercic io de una act ividad 

pel igrosa, la cual merece mayor reproche,  debido a la potencial idad de causar daño 
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mayor.  Entonces, la responsabi l idad está condicionada por la pel igrosidad de la 

act ividad y no por la imprudencia, negl igencia y demás manifestaciones d e culpa de 

quien la ejerza.  

 

El sustento jurídico de este t ipo de responsabi l idad se encuentra en  el  art ículo 2356 

del Código Civi l ,  al iv ianando la carga de la prueba en favor de  la parte demandante, 

quien goza de una presunción de responsabi l idad en contra del  demandado, 

únicamente desvi rtuable por la parte pasiva-demandada- acreditando el rompimiento 

del nexo de causal idad entre el hecho y el daño por una causa extraña.  Debiendo la 

parte actora probar el  hecho, el  daño y el nexo.  Todo esto, en oposición a lo normado 

por el  art ículo 2341 del Código Civi l ,  que hace las veces de regla general en materia 

de responsabi l idad civi l  y que est ipula un sistema de culpa probada.  

 

Sobre los elementos estructurales de la responsabi l idad civi l  extracontractual  la C.S.J.  

en sentencia SC665-2019, manteniendo su postura di jo:  

 

“2.-  El  t í tu lo XXXIV del Código Civ i l  regula  el  régimen de la «responsabi l idad 
común por los del i tos y las culpas», cuyo sustento es el  pr incip io genera l  
concern iente a  que todo daño ocasionado debe repararse.  En ese sent ido,  a l  
tenor del art ículo 2341 ibídem,  «[e] l  que ha cometido un del i to o culpa, que ha 
infer ido daño a otro,  es obl igado a la indemnización,  s in per ju ic io de la pena 
princ ipal  que la ley imponga por la cu lpa o e l  del i to comet ido».  
 
Para e l  éx i to de la  pretensión indemnizatoria  soportada en la  c i tada disposic ión,  
es menester que el  reclamante acred ite  la existencia de los elementos 
estructura les de la responsabi l idad endi lgada, esto es,  e l  daño,  la culpa del  
obl igado a responder y  el  nexo de causal idad entre el los.  
 
De ot ra parte,  e l  ar t ícu lo 23 56 de l  Código Civ i l ,  d ispone que «[p]or  regla genera l  
todo daño que pueda imputarse a mal ic ia o negl igencia de otra persona, debe 
ser reparado por ésta», norma a part i r  de la cual se ha edif icado el régimen de 
responsabi l idad por el  e jercic io de act iv idade s pel igrosas con culpa presunta,  
ampl iamente desarrol lado por la Corte en su Jur isprudencia,  a part i r  de la 
emblemática SC de 14 mar.  1938, re i terada en SC 31 may. 1938 y en CSJ SNG 
17 jun. 1938.  
 
Sobre estos precedentes, en SC9788 -2015, memoró la  Corte,   
 
Ya en CSJ SNG 17 jun. 1938, GJ t .  XLVI,  pág. 688 al c i tar la  anterior,  d i jo la  
Corte que «se tra ta en la sentencia de mayo (…) de una culpa presunta para los 
casos de r iesgo creado, o sea cuando e l daño se produce por a lguno de los 
elementos que en la c iv i l ización acarrean pe l igros idad» y que del  art ícu lo 2356 
se hace emanar «una presunción legal mixta,  ya que se dice que no puede 
desvanecerse por cualquier medio en cont rar io,  s ino por determinados hechos» 
y en CSJ SNG 18 abr.  1939, GJ t .  XLVII I  pág. 165 d ejó  c laro  que «[e] l  a rt ícu lo  
2347 del C.C.,  establece el  pr inc ip io  de la  responsabi l idad por hechos ajenos y  
el  art ículo 2356 del  mismo texto,  s ienta esta norma, bien se trate de 
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responsabi l idad di recta o indi recta»,  donde «los ejemplos que a l l í  se mencion an 
son i lust rat ivos y  se re f ieren a hechos en que el daño aparece en la cosa misma,  
por c ierta pe l igros idad que en el la se transparenta», acotando que con base en 
el lo  «existe una presunción de responsabi l idad en cont ra de l agente respect ivo,  
en los casos de daños causados por c iertas act iv idades que impl ican pel igros,  
inevitab lemente anexos a el las».  
 
(…) 
 
A part i r  de la presunción de culpabi l idad que r ige en las acciones de 
responsabi l idad extracontractua l por daños ocasionados en el  e jerc ic io de 
act iv idades pe l igrosas,  se i tera,  l a  víc t ima só lo está obl igada a probar el  daño y 
la re lación de causal idad, mient ras que al autor para exonerarse está obl igado a 
acreditar  la presencia de un elemento extraño como causa exc lus iva del daño,  
esto es,  fuerza  mayor o caso fortu i to,  cu lpa de la víct ima o intervención de un 
tercero”.  

 

Y en sentencia SC3862 de 2019, precisó la Sala de Casación Civi l  de la Corte Suprema 

de Just icia que en estos supuestos la presunción es realmente de responsabi l idad y 

no de culpa,  expresamente di jo:  

 
“Ahora,  s i  b ien es c ier to que la Corte,  pese a reconocer que la responsabi l idad 
por act iv idades pel igrosas se funda en la  teoría de l r iesgo, la cual,  per sé,  
excluye el  e lemento culpa, por  cuanto e l  autor del  menoscabo, a efectos de 
l iberarse de resarc ir lo ,  debe l imitarse a demostrar e l  qu iebre del nexo causal a  
t ravés de la ocurrencia  de la causa extraña, v ino a af irmar en fa l los posteriores, 
que respecto del responsable de este t ipo de lesiones, derivadas de un rol  
pel ig roso, recaía  una “presunción de cul pa”,  expres ión cimentada bajo la 
interpretac ión l i tera l  del art ículo 2356 del C.C.,  a l  refer ir  este como origen de 
ese t ipo de daño la “mal ic ia o negl igencia” ,  o en los casos ejempli f icat ivos en él 
descr i tos,  los cuales suponen un error en la conducta;  no cabe duda que en 
ninguna de las decis iones que acuñaron dicha expres ión, se af irmó, en todo 
caso, que el demandado debía probar la di l igencia y cu idado para poder 
exonerarse de la ob l igación de reparar.            
 
Por el  cont rar io,  para esta Corporac ión en  el art ícu lo 2356 siempre ha s ido 
incuest ionable la d i ferencia ent re los conceptos de cu lpa y responsabi l idad, de 
modo que,  aun cuando inaprop iadamente ref ir ió a  la  expres ión “presunción de 
culpa”,  ta l  locución no puede ut i l izarse indis t intamente o as imila rse a la cu lpa 
como t í tu lo de at r ibución para la clase de responsabi l idad por act iv idades 
pel igrosas, la cua l,  según se af i rmó, funda una teoría de la responsabi l idad s in  
culpa. Se ha t ratado de simples nomenclaturas semánt icas, por cuanto,  en todo 
caso, con independencia de la cal i f icac ión que hayan dado a la presunción,  
únicamente han aceptado como factor  para destru ir  e l  nexo causal en su sent ido 
naturalíst ico o juríd ico, la comprobación de la causa ext raña.   
 
Por supuesto,  la cu lpa es elemento determin ante y de hal larse demostrada, 
contr ibuye a generar responsabi l idad pero únicamente en los sistemas y en los 
eventos de culpa probada o de responsabi l idad subjet iva,  que por regla general  
s igue e l derecho nacional,  para las h ipótesis  en donde se hace neces ar io 
escrutar la subjet iv idad del agente en procura de deduci r la  respect iva 
responsabi l idad; pero,  no ocurre lo mismo en el ámbito del precepto 2356 del 
Código Civi l ,  venero de la or ig inal  doct r ina patr ia  de la  responsabi l idad por el  
e jerc ic io de las act i v idades pel igrosas,  precepto de nuestro ordenamiento mucho 
más creat ivo y  dinámico que la reg la 1384 de l Código Civ i l  f rancés.  
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Esta Sala  ha s ido categórica en resal tar que la responsabi l idad derivada de la  
ejecución de labores pel igrosas, se asienta  en la teoría del r iesgo y no en la 
culpa,  aun cuando f rente a l  autor  del  daño, se re i tera,  haya señalado,  
indist intamente, que sobre é l  reposa una “presunción de culpa” ,  s iendo en 
real idad una “presunción de responsabi l idad”,  en tanto que para desvi rtuar la,  
impone acreditar exc lusivamente la “causa extraña” (hecho de la v íct ima, o de 
un tercero, la fuerza mayor o el  caso fortu i to) ,  mas no exige probar que se obró 
con esmero, prudencia y met icu losidad, aspectos t íp icos para re futar un error  
en la conducta (cu lpabi l idad).  S iempre, para la Sala,  la exoneración queda 
reducida a l terreno de la causa l idad en e l marco del  art ículo 2356”.   

 

3.2. CULPA EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA 

Este tema ha sido desarrol lado de forma detal lada por nuestro máximo órgano de 

decisión civi l ,  siendo pert inente hacer referencia a lo expuesto en la sentencia  SC665-

2019, al l í  di jo la Corte Suprema de Just icia:  

 

“Se memora que el  ex imente conocido como «hecho de la v íct ima» se presenta  

cuando la actuación de aquel la const i tuyó la causa exc lus iva o concurrente de l  
daño. Sobre el  part icular,  en SC 19 may. 2011, rad. 2006 -00273-01,  re i terada en 
SC5050-2014, d i jo la Corte,   
 
En lo  que concierne a  la conducta de la  víct ima, en t iempos recientes, precisó la  
Corte:  
 
"5.  (…) se puede señalar que en ocasiones el hecho o la conducta de quien ha 
sufr ido el  daño pueden ser,  en todo o en parte,  la causa del perju ic io  que ésta  
haya suf r ido. En el pr imer supuesto –conducta del perjud icado como causa 
exclus iva del daño -,  su proceder desvi rtuará, correla t ivamente, e l  nexo causal  
entre el  comportamiento del presunto  o fensor y el  daño infer ido, dando lugar a que 
se exonere por comple to al  demandado del  deber de reparación.  Para que e l  
demandado se l ibere completamente de la obl igac ión indemnizator ia se requiere  
que la conducta de la víct ima reúna los requisi tos de toda causa ext raña, en 
part icular que se t rate de un evento o acontecim iento exter ior a l  cí rcu lo de 
act iv idad o de control  de aquel a quien se le imputa la responsabi l idad. En el  
segundo de ta les supuestos -concurrencia  del agente y de la víct ima en la 
producción del perju ic io -,  ta l  copart ic ipac ión causal conduci rá a que la c ondena 
reparatoria  que se le imponga al  demandado se d isminuya proporc ionalmente,  en 
la medida de la inc idencia del comportamiento de la propia víct ima en la  
producción del resu ltado dañoso.  
 
"La importancia de la conducta de la víct ima en la determinació n de la reparación 
de los daños que ésta ha sufr ido no es nueva, pues ya desde el  derecho romano 
se apl icaba en forma drást ica la reg la,  atr ibuida a Pomponio,  según la cual “quod 
si  qu is ex culpa sua damnun sent i t ,  non intel legitur damnum sent ire” ,  es deci r,  que 
el daño que una persona sufre por su culpa se ent iende como si  no lo hubiera  
padecido, lo que condujo a un r iguroso cr i ter io consistente en que si  la víct ima 
había part ic ipado en la producción del daño, así  su inc idencia fuera de baja  
magnitud, en todo caso quedaba privada de reclamación.  

 
“ […] Precisado lo  anterior,  se debe mencionar que la doct r ina es pacíf ica en 
señalar  que para que el comportamiento de l  per judicado tenga inf luencia  en la 
determinación de la obl igac ión reparator ia,  es indispensab le que ta l  conducta 
incida causalmente en la producción del daño y que d icho comportamiento no sea 
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imputab le a l  propio  demandado  en  cuanto que él  haya provocado esa reacción en 
la v íct ima.  Sobre lo que existe un mayor debate doct r ina l es si  se requiere  qu e la  
conducta del  per judicado sea const i tut iva de culpa, en sent ido est r icto,  o s i  lo que 
se ex ige es el  s imple aporte causal  de su actuación, independientemente de que 
se pueda real izar un ju ic io  de reproche sobre el la.  (…).  
 
Por todo lo anter ior ,  la doct r ina contemporánea pref iere denominar el  fenómeno 
en cuest ión como e l hecho de la víct ima ,  como causa concurrente a la del  
demandado en la producción del  daño cuya reparac ión se demanda." (cas.c iv.  
sentencia de 16 de d iciembre de 2010, exp.  1989 -00042-01).  -Subraya intencional -  

 

Tema que también se trató en SC4232 -2021 del 23 de sept iembre de 2021,  rad. 11001-

31-03-006-2013-00757-01 M.P. ÁLVARO FERNANDO GARCÍA RESTREPO, en la que 

se ci ta, a su vez, la SC5125-2020, donde se reitera:  

 

En efecto,  en la SC5125-2020 se señaló:  

 
(….) Precisado lo anterior,  se debe mencionar que la doct r ina es pacíf ica en 
señalar  que para que el comportamiento de l  per judicado tenga inf luencia  en la 
determinación de la obl igac ión reparator ia,  es indispensable que ta l  conducta  
incida causalmente en la producción del daño y que d icho comportamiento no sea 
imputab le al  propio demandado en cuanto que él haya provocado esa reacción en 
la v íct ima.  Sobre lo que existe un mayor debate doct r ina l es si  se requiere  que la  
conducta del  per judicado sea const i tut iva de culpa, en sent ido est r icto,  o s i  lo que 
se ex ige es el  s imple aporte causal  de su actuación, independientemente de que 
se pueda real izar un ju ic io de reproche sobre el la .  Ciertamente, los ordenamientos 
clás icos que regularon e l tema, como e l Código Civi l  colombiano, hacen referencia  
a una actuación culpable o imprudente de la  víc t ima y,  en ta l  v ir tud, un sector  de 
la doctr ina se inc l ina por considerar que el comportamiento de l per judicado debe 
ser negl igente o imprudente para q ue se puedan dar los efectos juríd icos arr iba 
reseñados, part icularmente cuando en la  producción del daño concurren la  
actuación de la víc t ima y la del demandado, supuestos en los que algunos 
dist inguen s i  se tra ta de un caso en el  que se deba apl icar un s is tema de culpa 
probada o, por e l  contrario,  uno de culpa presunta.  Otra corr iente  doctr inal est ima,  
por e l  cont rar io,  que de lo  que se trata  es de estab lecer una consecuencia  
normat iva para aquel los casos en los que,  desde el punto de vista causal,  la 
conducta del damnif icado haya contr ibu ido,  en concurso con la del presunto 
responsable,  a la generación de l daño cuya reparac ión se persigue , h ipótesis en 
la cua l cada uno debe asumir  las consecuencias de su comportamiento,  lo que 
traduce que el  demandado estará obl igado a reparar  e l  daño pero sólo  en igual  
medida a  aquel la en que su conducta lo generó y  que, en lo restante,  e l  afectado 
deberá enfrentar los efectos nocivos de su propio proceder.  Es deci r ,  se considera 
que el  asunto corresponde, exc lus ivamente,  a  un anál is is  de t ipo causal y no deben 
involucrarse en é l consideraciones at inentes a la imputac ión sub jet iva .   
 
En todo caso,  así  se ut i l ice la expres ión ‘culpa de la  víc t ima’  para designar e l  
fenómeno en cuest ión, en el  anál is is que al respecto se rea l ice  no se deben 
ut i l izar,  de manera absoluta o  ind iscr iminada, los cr i ter ios correspondientes a l  
concepto técn ico de cu lpa, entendida como presupuesto de la responsabi l idad c iv i l  
en la que el factor  de imputación es de carácter subjet ivo,  en la medida en q ue 
dicho e lemento impl ica la  inf racc ión de deberes de prudencia y  d i l igencia asumidos 
en una re lac ión de a lter idad,  esto  es,  para con otra  u ot ras personas, lo que no se 
presenta cuando lo que ocurre  es que el  su jeto damnif icado ha obrado en cont ra  
de su p ropio interés . Esta re f lex ión ha conducido a considerar,  en acercamiento 
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de las dos posturas, que la ‘cu lpa de la v íct ima’  corresponde -más precisamente -  
a un con junto heterogéneo de supuestos de hecho, en los que se inc luyen no sólo  
comportamientos culposos en sent ido est r icto,  s ino también actuaciones anómalas 
o ir regulares de l per judicado que interf ieren causalmente en la producción del  
daño, con lo que se logra exp l icar,  de manera general,  que la norma consagrada 
en el art ículo  2357 del  Código Civ i l ,  au n cuando al l í  se  aluda a ‘ imprudencia ’  de 
la víct ima, pueda ser apl icab le a la conducta de aquel los l lamados in imputab les 
porque no son ‘capaces de cometer  del i to o cu lpa’  (art .  2346 ib idem) o  a  
comportamientos de los que la propia víct ima no es consciente  o  en los que no 
hay posib i l idad de hacer reproche a lguno a su actuación (v .gr.  aquel que suf re un 
desmayo, un desvanecimiento o un t ropiezo y como consecuencia sufre e l  daño).  
Así lo consideró esta Corporación hace varios lust ros cuando prec isó que ‘ [e]n la  
est imación que el juez ha de hacer del a lcance y forma en que el hecho de la parte  
lesionada puede afectar e l  e jerc ic io de la acción civ i l  de reparación, no hay para 
qué tener en cuenta, a ju ic io  de la Corte,  e l  fenómeno de la  imputabi l idad mora l  
para cal i f icar como cu lpa la imprudencia de la  víct ima, porque no se t rata entonces 
del hecho-fuente de la  responsabi l idad ext racontractua l,  que exig ir ía la ap l icac ión 
de un cr i ter io sub jet ivo,  s ino del  hecho de la imprudencia  simplemente,  
objet ivamente considerado como un elemento extraño a la act iv idad del autor pero 
concurrente en el  hecho y dest inado so lamente a  producir  una consecuencia 
juríd ica pat r imonia l  en relac ión con ot ra persona’  (Cas. Civ.  15 de marzo de 1941.  
G.J.  L,  pág.  793.   En el mismo sent ido,  Cas.  Civ.  29 de noviembre de 1946, G.J.  
LXI,  Pág. 677; Cas. Civ.  8 de sept iembre de 1950, G.J.  LXVII I ,  pág. 48; y Cas.  
Civ .  28 de noviembre de 1983. No publ icada).  Por todo lo anter ior,  la doct r ina 
contemporánea pref iere denominar el  fenómeno en cuest ión como el hecho de la 
víct ima, como causa concurrente  a la de l demandado en la producción del  daño 
cuya reparac ión se demanda  ( ibídem; se subraya).  
 
En t iempo muy rec iente,  la Sala re i teró que “ con ocasión de una eventual  
concausal idad en la  ocurrencia de l d año podría  l legar a d isminu irse la  
indemnización, o inc luso exonerar a la ent idad de toda responsabi l idad; escrut in io 
que habrá de real izarse no a part i r  de la mera confrontación de conductas sino 
evaluando la causa jur íd ica de l daño para def in i r  en qué me dida una u ot ra fue la  
determinante en la ocurrencia del hecho dañoso ” (CSJ SC 1697 del 14 de mayo 

de 2019, Rad. n.° 2009-00447-01; se subraya).   (subrayados propios del texto)  

 

3.3. DEL DAÑO Y SU PRUEBA       

En reciente providencia, SC397-2021 de 22 de febrero de 2021, proferida dentro del  

expediente ident i f icado con radicado 11001 31 03 036 2009 00278 01, con ponencia 

del Magist rado Dr. Luis Armando Tolosa Vi l labona, la Corte Suprema de Just icia,  

rei tera la postura sostenida por esa Corporación, en el  s ent ido de indicar que el daño 

debe ser acreditado con certeza, por quien reclama su indemnización y en ese sent ido 

expresó:  

 

“La responsabi l idad, en general,  d imana del art ículo 95, numeral 1º de la 
Const i tución Polí t ica.  Impone como deberes de la persona y del c iudadano 
«[r]espetar los derechos ajenos y no abusar de los propios».  
 
El precepto recoge la máxima qu i iure  suo ut i tur,  neminen laedere debet,  según 
el cua l,  quien vulnere o incumpla sus ob l igaciones de conducta contractua les o  
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extracontractua les,  impuestas en interés de otro o de var ios sujetos de derecho,  
debe reparar e l  daño producido.  
 
La extracontractua l,  fundada en el art ículo 2341 del Código Civ i l ,  establece la  
obl igac ión civ i l  de indemnizar los perju ic ios provenientes de los del i tos y las 
culpas. Exige para su estructura,  a l  dec ir de la Corte:   
 
«una conducta humana, posit iva  o negat iva,  por regla  general  ant i ju ríd ica; un 
daño o perju ic io,  esto  es,  un detr imento, menoscabo o deterioro ,  que afecte 
bienes o intereses l íc i tos de la v íct ima, vinc ulados con su pat r imonio,  con los 
bienes de su personal idad, o con su esfera espir i tua l o afect iva;  una relac ión de 
causal idad ent re el  daño sufr ido por la víct ima y la conducta de aquel a qu ien se  
imputa su producción o generación;  y,  f inalmente,  un facto r  o  cr i te r io  de 
atr ibuc ión de la responsabi l idad, por regla general de carácter sub jet ivo (do lo o  
culpa) y excepciona lmente de naturaleza objet iva (v.gr.  r iesgo)».  
 
(…)3.2.9.  En re lac ión al  daño, como elemento integrante de la responsabi l idad 
extracontractua l,  es entendido por la  doctr ina de esta Corte,  como la  
«vulneración de un interés tutelado por el  ordenamiento legal,  a consecuencia  
de una acción u omis ión humana, que repercute en una lesión a b ienes como el  
patr imonio o la integr idad personal».  
 
El perju ic io es la consecuencia del daño para la víct ima, y la indemnización 
corresponde a l pago del «perju ic io que el  daño ocasionó». Este ú l t imo para que 
sea reparab le,  debe ser «cierto y no puramente conjetura l,  no basta af i rmarlo ,  
puesto que es abso lutamente imperat ivo que se acredite procesa lmente con los 
medios de convicción regular y oportunamente decretados y arr imados al  
p lenario». El menoscabo que sufre una persona con ocasión del hecho in justo,  
sólo podrá ser  resarcib le s iempre y cuando d emuestre su cert idumbre, «porque 
la culpa, por censurab le que sea, no los produce de suyo». También debe ser  
d irecto,  en cuanto el  quebranto irrogado se haya orig inado «con ocasión 
exclus iva de l [suceso arbit rar io]».  

 

La demostración del  daño causado con e sa conducta culposa, daño que para ser 

civi lmente indemnizable debe comprender el  menoscabo de las facultades jurídicas 

que t iene una persona para disf rutar un bien patrimonial  o extrapatrimonial,  y ha sido 

ocasionado por persona diferente a la víct ima y e n forma i l íc i ta. Como lo def ine el 

profesor Juan Carlos Henao, en su obra “El Daño” éste consiste en “ la minoración 

patrimonial  sufrida por la víct ima” 1 (c i tado por  e l  Dr .  TAMAYO JARAMILLO JAVIER,  T ra tado  de  

Responsab i l i dad Civ i l ,  Tomo I I ,  Leg is ,  pág .  332 ),  advi rt iendo que en esta def inición no 

contempla los daños extrapatrimoniales, como si lo ha est imado la jurisprudencia y la 

doctrina nacional,  semejando los términos daño y perjuicio.  

 

El daño que adquiere relevancia aquí,  es entonces el  que reúne las ca racteríst icas de 

ser cierto, provenir su reclamación de la persona perjudicada y que el  beneficio moral 

o económico disminuido o suprimido debe estar protegido por el  ordenamiento jurídico.  

                                                 
1 TAMAYO JARAMILLO JAVIER,  Tra tado  de  Responsab i l i dad  C iv i l ,  Tomo I I ,  Leg is ,  pág.  332.  
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I I I .  ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO 

 

1.  Conforme lo disponen los art ículos 320 y 328 del Código General del Proceso, serán 

los aspectos objeto de reparos concretos y debidamente sustentados,  los temas sobre 

los cuales tendrá competencia el Tribunal para pronunciarse, debiendo esta Sala 

l imitarse a el los al momento de resolver el  recurso de alzada , y de ser necesario 

abordar los asuntos consecuenciales.  

 

2.  Para resolver los reproches de la única recurrente, Compañía Aseguradora de 

Fianzas S.A. Seguros Confianza, se iniciará por anal izar el  tema de la aducida culpa 

exclusiva de la víct ima y part icipación de ésta;  luego, en caso de que no prospere 

dicho reclamo, se estudiará el tópico de los perjuicios con énfasis en la prueba de la 

act ividad product iva real izada por la víct ima di recta y el  momento hasta el cual se 

debe reconocer a los demandantes  (hi jos menores de la víct ima di recta) el  lucro 

cesante, para f inalmente anal izar la pól iza content iva del contrato de seguro.  

 

3.  El apoderado de Seguros Confianza  inic ia por reprochar que el juez de pr imer grado 

no tuvo en cuenta que la víct ima se expuso imprudentemente al daño, af i rmando que 

de el lo da cuenta el  informe del accidente de t ránsito donde  el señor Hermes fue 

señalado como peatón,  esto,  a pesar de que los test igos dicen que estaba en una 

motocicleta, lo que impl ica que decidió quedarse en el lugar de los hechos , porque si  

hubiera cont inuado su camino no habría fal lecido.  

 

Anal izado el material  probatorio recaudado, con especial  énfasis en el informe de 

tránsito, en el interrogatorio de parte y en los test imonios de Marcela Estrada Galindo 

y Yindrei Jaramil lo Giraldo  (carpeta  01Pr imera Ins tanc ia /carpeta  C01  Pr inc ipa l / pd f  1  f o l ios  97  a  106  

y  ar ch ivo  76Grabac iónAud ienc iaSept6 - Conc i l iac iónParc ia l - con t inuac ión  In ter rogato r ios -

Suspende /1h43 ’30 ”  a  2h51 ’00 ”),  no se evidencia demostrada la culpa exclusiva de la víct ima 

ni la part ic ipación en el hecho que conl leve a negar las pretensiones o a reducir la 

indemnización, porque, aunque es verdad,  como aduce la parte recurrente, que en el 

informe de t ránsito el  señor Hermes fue relacionado como peatón y que la compañera 

de éste en el interrogatorio  que rindió dio cuenta que su compañero sal ió en una moto 

a recoger a su cuñada que estaba en un lugar aledaño al si t io del accidente , indicando 

que para l legar al  dest ino no  era de obl igatorio paso el si t io del s iniestro, lo que impl ica 

que la víct ima se bajó de la moto para estar en el lugar del desenlace fatal ,  también 
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lo es que la parte demandada no logró demostrar que la ubicación de la víct ima en el 

momento exacto del hecho fuese la vía  u otro lugar donde se estuviera exponiendo al 

daño, pues los test igos no pudieron ident i f icarlo en el v ideo  que les fue enseñado por 

sol ici tud del apoderado de la aseguradora recurrente  y la compañera del señor Hermes 

di jo únicamente, al  observar la grabación, que creía era el que tenía determinada 

vest imenta,  pero no estaba segura de el lo,  a lo que se agrega que , incluso,  s i  el  señor 

Hermes era efect ivamente quien momentos antes del accidente estaba en la vía al 

lado de un cono de señal ización, usando overol,  botas de trabajo y morral en la 

espalda, el  video que contiene la grabación del siniestro, permite evidenciar que 

momentos antes del accidente dicha persona corrió hacía la berma e incluso l legó 

hasta el  césped y fue al l í  donde  se produjo el  impacto en su humanidad,  siendo la 

berma y el césped a ledaño, lugar idóneo para la ubicación y refugio de los peatones 

y, por obvias razones, lo i rregular  es que un vehículo impacte las personas que están 

al l í  (Ver  v ideo obrante  en e l  a rch i vo  65  exactamente  3h26´50 ”  a  3h27´03 ” ) .   El hecho de que el  

señor Hermes no se di rigiera di rectamente hasta el lugar donde debía recoger a su 

cuñada, esto es, que estuviera en el lugar de los hechos y no en otro si t io di ferente, 

no puede señalarse como causa di recta y determinante del  accidente , no siendo 

importante que una persona pase o se quede en un lugar, sino las conductas 

imprudentes que eventualmente real ice en el  s i t io donde se encuentra , no habiéndose 

probado conducta imprudente real izada por el  señor Hermes y siendo evidente, en 

este caso, que la causa di recta y determinante del accidente fue realmente el choque 

de la volqueta de placas SOA 492 con los vehículos estacionados y el movimiento de 

vehículos derivado de ese impacto, habiéndose comprobado además en el proceso 

que el vehículo t ipo volqueta t ransitaba a exceso de velocidad  (Ver  INFORME TÉCNICO DE 

RECONSTRUCCIÓN DE ACCIDENTE DE TRÁNSITO apor tado por  e l  Consorc io  He l ios  rea l izado por  CESVI  

-Cen t ro  de  Exper imentac ión  y  Segur idad Via l  Co lomb ia .  Carpe ta  01Pr imera Ins tanc ia /carpeta  C01  

Pr inc ipa l /F l s .  98  a  196 PDF 02 ) .   

 

4.  Reclama también el apoderado de la aseguradora recurrente que el juez de primer 

grado erró al tener por probado que el señor Hermes laboraba, a pesar de que en la 

demanda se indica que no lo hacía, concluyendo como inadecuado presumir que 

recibía un salario mínimo legal mensual  v igente.  

 

Este reproche tampoco t iene vocación de prosperidad porque en el l ibelo genitor se 

relata que el señor Hermes Fernando no tenía una act ividad laboral estable ,  siendo 

el lo di ferente a que no t rabajara en absoluto, habiendo quedado demostrado con la 
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prueba test imonial recaudada que la víct ima había iniciado a t rabajar en una granja 

de cerdos pocos días antes del accidente , esto, debido a que el señor Hermes y su 

grupo famil iar l levaban poco t iempo de residencia en el Municipio del accidente, pues 

antes vivían en una zona más alejada y con cl ima más f río  (Madrid-Cundinamarca),  de 

donde se vieron obl igados a t rasladarse hacía un l ugar más cál ido con ocasión de la 

enfermedad respiratoria de uno de los hi jos.   Se adiciona a lo anterior que, en el tema 

del monto del  salario devengado, cuando no existe prueba de una determinada 

asignación económica, se presume que mientras la víct ima t enga una edad product iva,  

percibe un salario mínimo legal mensual  v igente .  

 

Sobre este asunto, pueden consultarse múlt iples sentencias, s iendo pert inente t raer a 

colación la SC4803 de 2019, donde la Corte expl ica el sustento de la aludida 

presunción así:   

 

“En aras de est imar económicamente e l  a ludido menoscabo,  e l  actual entendimiento 
jur isprudencia l  de l pr incip io  de reparación integral  en punto a  la indemnización por 
lucro  cesante ordena que, una vez demostrada la afectación negat iva del e jerc ic io 
de una act iv idad product iva,  debe procederse al restab lec imiento  patr imonial  de l 
agraviado, para lo cual basta la prueba de su apti tud laboral  y,  para fines de 
cuantificación,  la remuneración percibida, sin perjuicio de que esta sea 
suplida por el  salario mínimo le gal mensual vigente.   

 
Esto úl t imo desarro l la e l  a lud ido princ ip io,  reconocido normat ivamente en e l  
art ícu lo 16 de la  ley 446 de 1998, e l  cua l ordena «que al afectado por daños en su 
persona o en sus bienes, se le rest i tuya en su integridad o lo más cerca posib le al  
estado anter ior…, y  por eso,  acreditada la responsabi l idad c iv i l ,  e l  juez ‘ tendrá que 
cuant i f icar e l  monto de la indemnización en concreto,  esto es que habrá de tomar 
en considerac ión todas las ci rcunstancias específ icas en que tuvo lugar e l  dañ o, 
su intensidad, si  se t rata de daños irrogados a las personas o a las cosas, y la 
forma adecuada de resarci r  e l  perju ic io ’  (CSJ SC, 18 dic.  2012, Rad. 2004 -00172-
01)» (SC22036, 19 dic .  2017, rad. n.° 2009 -0014-01).  
 
Así lo de jó sentado esta Corporac ión, a l  señalar:   
 
Demostrado, entonces, que se causaron perju ic ios no se puede dictar fa l lo  
exonerando de la condena bajo el  argumento de que no obra demostrac ión de la  
cuantía del mismo ni tampoco se puede morigerar o amainar su monto predicando 
de manera simple y ru t inar ia que no hay forma de acreditar una superior,  razón 
por la cual t iene que acudirse a deducir como retribución por los servicios 
prestados la correspondiente al  ‘salar io mínimo legal’  (SC de 21 oct.  2013, rad. 
n.° 2009-00392-01).  
 
La uti l ización de la remuneración mínima en la jurisprudencia es de vieja data,  
soportada en pautas de equidad y sentido común, con el f in de evitar que la  
indemnización se pierda en divagaciones probatorias, al  paso que garantiza la 
protección de la v íctima .   
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Obviar esta obligación «desconoce la existencia de [esta] capacidad… en toda 
persona humana que como atributo indestructible forma parte  de su misma 
sustantividad existencial.  La plena capacidad cordial  ( incluyendo la mental,  
puesto que concebidos al hombre como  un ser único e indiviso) y por lo tanto,  
su habil idad, siempre entraña la posibil idad de que luchará y buscará la forma 
de obtener,  así sea, exclusiva y egoístamente su propio sustento para 

sobrevivir  sin solidar idad con su famil ia ”  (Resaltado intencional ).  
 

5.  Alega el apoderado de la recurrente que el reconocimiento de perjuicios a los 

demandantes, hi jos menores de edad del  señor Hermes, no p odía extenderse hasta 

los veint icinco (25) años,  porque se desconocen las condiciones part iculares de los 

menores y de la famil ia ,  sin que exista prueba que evidencie que éstos van a real izar 

estudios superiores, lo que tampoco se extrae del contexto fami l iar .  

 

Este reparo de desecha porque nuestro máxi mo órgano de decisión civi l  ha establecido 

desde bastantes años atrás que “conforme a la doctr ina sentada por esta Corporación,  

en esa edad -25 años- ordinariamente se culmina la educación superior y se está en 

capacidad de valerse por sí mismo” 2,  lo que ha sido reiterado de forma más reciente 

como se detal lará a cont inuación, s in que sea necesario una prueba adicional sobre 

la probabi l idad de que la víct ima indi recta efect ivamente va a real izar estudios 

superiores,  no siendo adecuado sostener que , como en el  grupo famil iar de los aquí  

demandantes no existen profesionales, dicha posibi l idad tampoco la iban a tener los 

menores demandantes, lo que resulta discr iminatorio ; a lo que se agrega que, en este 

caso se estableció con la prueba test imonial recaudada que el señor Hermes se 

interesaba en que sus hi jos acudieran a ser educados ,  se sentía orgul loso del 

rendimiento académico de Dylan  y se involucraba en dicho proceso act ivamente,  

encargándose de l levar de forma constante a Dylan al  centro educativo, lo que no 

hacía con el menor Ki lyan, por obvias razones,  al  ser apenas un bebé de meses al 

cuidado exclusivo de su progenitora ; habiendo relatado incluso una de las deponentes 

que debido al fal lecimiento del señor Hermes , el  menor Dylan tuvo dif icultades p ara 

regresar a estudiar,  debido a que lo af l igía el hecho de que su papá ya no pudiera 

l levarlo al  centro educativo como lo real izaba en vida.  

 

Este asunto también ha sido expl icado por nuestro máximo órgano de decisión civi l  de 

forma reiterada, siendo pert inente t raer a colación la  sentencia SC1731 de 2021, la 

                                                 
2 Sentencias de 22 de marzo de 2007, 18 de diciembre de 2009, exp. 1998-00529-01 y 9 de julio de 2010, exp.1999-

02191-01. 
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cual se ci ta  in extenso para claridad de la parte recurrente y dada  su pert inencia, al l í 

expl icó la Sala de Casación Civi l  de la Corte Suprema de Just ic ia :  

 

4. Si b ien es verdad, en princ ip io ,  la  sola  condición de ser acreedor a l imentar io  
no da derecho a presumir dependencia  económica y,  por ende, a pensar que la muerte  
del presunto al imentante ir roga a aquél un perju ic io mater ia l ,  s ino que es necesario  
acreditar  la efect iva percepción de ese benef ic io,  tal  r igor demostrativo no opera en 
tratándose de los hijos menores de edad , pues conforme el diseño consti tucional  
y legal  de protección de la  famil ia,  en general,  y de tales descendientes,  en 
particular,  es dable entender que,  en el  caso de el los,  la  atención de sus 
necesidades proviene de los progenitores.  
 
4.1.  Ostensib le es la importancia que la Const i tución Polí t ica de 1991 otorgó a los 
derechos de los n iños.  
 
En efecto,  e l  art ículo 44 de ese estatuto super ior señaló,  como derechos fundamentales 
de el los,  “ la v ida, la integridad f ís ica,  la salud y la seguridad social ,  la a l imentac ión 
equi l ib rada, su nombre y naciona l idad,  tener una fami l ia  y no ser separados de el la,  e l  
cuidado y amor,  la educación y la  cu ltura,  la recreación y la l ibre expresión de su 
opinión” .   
 
Adiciona lmente, ordenó proteger los f rente a “toda forma de abandono, vio lencia f ís ica 
o mora l,  secuest ro,  venta,  abuso sexual,  explotación labora l o económica y t rabajos  
r iesgosos”.   
 
En ínt ima conexión  con lo anter ior,  impuso a “[ l ]a famil ia,  la soc iedad y el  Estado (…) 
la obl igación de as ist i r  y pro teger al  n iño para garant izar su desarro l lo armónico e 
integra l y e l  e jerc ic io p leno de sus derechos”.   
 
Y f inalmente consagró que “[ l ]os derechos de los n i ños prevalecen sobre los derechos 
de los demás”.   
 
4.2.  En el campo meramente legal,  se advierte que los Códigos Civ i l  y de la Infancia  
y la Adolescencia establecen el rég imen de protección apl icab le a los menores de edad,  
especia lmente en lo que concierne  con sus progenitores,  a quienes, va lga desde ya 
señalar lo,  se les as ignó “el  cu idado personal  de la cr ianza y educación de sus h i jos” 
(art .  253, C.C.).   
 
Reza e l inc iso 1º de l ar t ículo  7º de l segundo de esos ordenamientos, que “[s ]e ent iende 
por protecc ión integra l de los n iños, n iñas y adolescentes e l  reconocimiento como 
sujetos de derechos, la garantía y cumpl imiento de los mismos, la prevención de su 
amenaza o vu lneración y la segur idad de su restab lec imiento inmediato en desarro l lo  
del pr inc ip io de l in terés super ior”.   
 
Y el  art ícu lo 257 de la pr imera de esas obras, que “[ l ]os gastos de cr ianza, educación 
y estab lecimiento de los hi jos legít imos pertenecen a soc iedad conyugal,  según las 
reglas que, t ra tando de el la,  se di rán. (…). S i e l  marido y la muje r v iv ieren bajo estado 
de separación de bienes, deben contr ibu ir  a dichos gastos en proporc ión a sus 
facultades”.   
 
Adiciona lmente, e l  art ículo  411 del  Código Civ i l  inst i tuyó e l deber de sumin ist rar  
a l imentos a “ los descendientes”  (num. 2º),  a  “ los hi jos n atura les,  su poster idad y los 
nietos natura les” (num. 5º,  modif icado por el  art ícu lo 31 de la Ley 75 de 1968) y a “ los 
hi jos adopt ivos”  (num. 7º),  ent re ot ros,  ob l igación que, según voces del art ículo  24 del  
Código de Infancia y la Adolescencia,  comprende “todo lo que es indispensable  para 
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el sustento,  habitac ión, vest ido,  as istencia médica, recreación, educación o inst rucción 
y,  en general ,  todo lo  que es necesar io para el  desarro l lo  integral  de los niños, n iñas 
y adolescentes” .  
 
4.3.  Ahora bien, indispensable es resaltar que ese deber al imentario que t iene los 
padres para con sus hi jos,  no es i l imi tado en el t iempo, n i  absolu to.    
 
4.3.1.  Sobre lo pr imero, reza el inc iso 2º del  art ículo 422 de l Código Civi l  que “ningún 
varón de aquél los a  quienes só lo se deben al imentos necesar ios,  podrá pedir los 
después de que haya cumpl ido veint iún años, salvo que por algún impedimento corpora l 
o mental ,  se ha l le  inhabi l i tado para subsist i r  de su t rabajo;  pero si  poster iormente se 
inhabi l i ta,  rev iv irá  la obl igac ión de al imentar le” (se subraya).  
 
En re lación con d icho precepto debe c lar i f icarse, por una parte,  que la  Corte  
Const i tuciona l dec laró su exequib i l idad bajo la condic ión de que se ent ienda 
igualmente re fer ido a “ninguna mujer” (Sentencia C -875 de l 30 de sept iembre de 2003);  
y,  por  ot ra,  que la  mayoría de edad se redu jo  a dieciocho años,  mediante la  Ley 27 de 
1977. 
 
Se establece, por lo tanto,  que la obl igac ión al imentar ia de que se trata,  sólo se 
ext iende hasta cuando el h i jo l legue a la  mayoría  de edad, salvo las s iguientes 
excepciones: en pr imer lugar,  que padezca de un “ impedimento corporal o menta l ”,  en 
vi r tud del  cua l “se ha l le inhabi l i tado para subsist i r  de su t rabajo” (ar t .  422, C.C.);  y,  en 
segundo término, que no haya conclu ido los estud ios de una profes ión, caso en el  que 
la obl igac ión de los progenitores se ext iende, como máximo,  hasta los vein t ic inco años 
del a l imentario,  puesto  que, como lo t iene dicho la Corte,  “atend iendo a las reg las de 
la exper ienc ia,  es dable deducir que, en pr in c ip io”,  a esa edad “una persona de la zona 
urbana del país,  ded icada al estud io,  puede adquir i r  su completa educación que lo  
habi l i ta para ve lar ,  a  part i r  de entonces,  por su prop io sostenimiento” (CSJ, SC de l 18 
de octubre de 2001, Rad. n.° 4504).  
 
4.3.2.  En cuanto hace a la segunda caracter íst ica advert ida, debe acotarse que si  e l  
“h i jo tuviere bienes propios,  los gastos de su establec imiento,  y en caso necesar io,  los 
de su cr ianza y educación, podrán sacarse de el los,  conservándose íntegros los 
capita les en cuanto sea posible” (art .  257,  inc.  3º,  C.C.),  premisa en cier ta forma 
rei terada por el  art ículo 420 ibídem, que expresa: “Los al imentos congruos o  
necesar ios no se deben sino en la parte en que los medios de subsis tencia de l 
a l imentar io no le a lcancen  para subsist i r  de un modo correspondiente a su posic ión 
socia l  o para sustentar  la v ida”.  
 
Indispensable es,  por  lo tanto,  d i ferenciar a l  h i jo  que carece de medios económicos,  
de aquél que cuenta con el los,  como quiera que sólo en frente del pr imero, sus 
progenitores t ienen el deber de suministrar le al imentos para solventar sus 
necesidades.  
 
4.4.  Pert inente es colegi r,  entonces, que si  conforme e l refer ido diseño 
const i tuciona l y legal,  e l  deber que t ienen los padres de atender la manutención de sus 
hi jos desprov istos de recursos prop ios se ext iende, en condic iones normales, hasta 
cuando arr iban a la mayoría de edad, o  hasta los 25 años respecto  de los que no han 
culminado estud ios superiores, propio es suponer que antes de esos l ímites,  los 
úl t imos son dependientes económicos de los primeros y  que, por  lo tanto,  la muerte o  
incapacidad de éstos, vulnera el  derecho de aquél los de ver cubiertas sus necesidades 
básicas.  
 
5.  La Corte,  en t iempo reciente,  luego de efectuar un detenido recorr ido sobre la 
evoluc ión jur isprudencial  re lacionada con la mater ia,  concluyó:  
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Lo antes expuesto i lustra la forma en la cual  no resulta del todo exacta la af i rmación 
del Tribunal,  formulada en el sent ido de que los  «per ju ic ios mater ia les […] se 
presumen en los par ientes que  son acreedores a ob l igac iones al imentarias», con el  
a lcance de entender que, en cua lquier contexto,  la so la relación de parentesco 
contemplada en el art ículo 411 del  Código Civi l ,  re leva por completo de prueba a los 
demandantes con respecto a la efect iva  generación del perju ic io  materia l  -a  
consecuencia del fa l lecimiento de aquel que alegan contr ibuía o podía contr ibu i r a su 
sostenimiento -.  Nótese a este  respecto  que la  ta jante  proposic ión que ha s ido referida 
ha merecido diversas puntual izaciones en las cua les la Corte ha exigido,  las más de 
las veces, la demostración d irecta de la  «dependencia económica»,  esto es de que se 
recib ía el  «apoyo efect ivo» del  d i funto o incapacitado; o a lo menos de que se dan en 
concreto  todos los elementos de la  obl igación a l imentaria,  estab lec iendo al  efecto que 
«no basta la s imple condición de acreedor al imentario  en e l demandante para que la  
muerte por accidente de su [par iente]  le cause un perju ic io actual y cier to,  s ino que se 
requiere además la demostrac ión plena de que  aquél recibía la as istencia a  que por 
ese concepto le da derecho la ley,  o que cuando menos se encontraba en si tuación ta l  
que lo capacitara  para demandar la y obtenerla y que aquel la estaba en capacidad 
económica para suministrárse la».  
 
Naturalmente que en tratándose de hijos menores, o de adultos jóvenes en etapa 
de formación para el  desempeño de una actividad productiva, las máximas de la  
experiencia permiten tener por establecida la situación de efectiva dependencia 
económica, salvo que se demuestre que  el al imentario cuenta con bienes propios,  
caso en el cual «los gastos de su establecimiento, y,  en caso necesario, los de su 
crianza y educación, podrán sacarse de el los, conservándose íntegros los 
capitales en cuanto sea posible » (Art ículo  257 Código Civ i l )  (CSJ, SC 11149 de l 21 
de agosto de 2015, Rad. n.° 2007 -00199-01; negri l las fuera de l texto) ”.  

 

De modo pues que, acreditada la condición de menores de edad de los demandantes,  

sin demostración de existencia de bienes propios, y evidenciado el interés del 

progenitor fal lecido en que estos se educaran académicamente, adecuado resultaba 

que la l iquidación del lucro cesante se extendiera hasta la edad de veint icinco (25) 

años.  

 

6. Como cuarto reclamo di jo expresamente el apoderado de Seguros Confianza: “dar 

por probados los daños sin estar debidamente probados. Como ya se indicó, el  

despacho entra a reconocer una serie de daños de lucro cesante f rente a los menores 

Yerai y Di l ian (sic),  tanto pasado como futuro y una serie de daños morales y daño a 

la vida de relación, desconociendo como ya se indicó,  que no existen los parámetros 

o factores necesarios de prueba de la responsabi l idad y de ingresos de cara a poder 

determinar el  lucro cesante y de la responsabi l idad o mirando desde otro ángulo, de 

la responsabi l idad de la víct ima en la causación de su daño, por lo tanto los daños 

que decrete el despacho o da por probados se salen de la tasación se puede tener 

teniendo en cuenta el desconocimiento que hace el despacho de la responsabi l idad 

de la propia víct ima”  (Carpeta  01Pr imera Ins tanc ia / carpeta  C01  Pr inc ipa l /V ideo  80  2h7minutos  a  

2h9minu tos ) .   
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El reclamo t ranscri to evidencia que el  apoderado de la aseguradora recurrente 

considera que debió reducirse la indemnización con ocasión de la aducida 

part icipación de la víct ima en el hecho dañoso y que tampoco resultaba adecuado 

presumir la remuneración por el  salario mínimo legal mensual vigente del señor 

Hermes, temas que ya fueron abordados en detal le  en precedencia al estudiar de forma 

detenida los reparos que f rente a dichos aspectos planteó la parte inconforme, sin que 

sea necesario volver sobre los mismos, siendo adecua do resaltar únicamente que, por 

no haberse probado la part icipación de la víct ima en porcentaje alguno, inadecuado 

resulta real izar reducción  de la indemnización y, que la fal ta de acreditación del salario 

recibido por la víct ima di recta no impl ica la nega tiva del lucro cesante, sino apl icar el  

monto establecido para la remuneración mínima legal mensual vigente.  

 

Pert inente resulta advert i r en este punto, que la aseguradora inconforme no atacó 

otros temas relat ivos a la l iquidación real izada por el  a quo ,  como fórmulas apl icadas,  

descuentos o incrementos por seguridad social,  entre otros detal les que incluye la 

l iquidación, lo que impl ica que no deba entrar la Sala en temas que no fueron atacados,  

siendo lo adecuado entonces mantenerla en los términos real izados por el  a quo.      

 

7.  Despachados desfavorablemente los primeros cuatro reparos relat ivos al hecho 

culposo y al daño, corresponde estudiar los que aluden al contrato de seguro.  

 

8.  El profesional del  derecho que representa a Seguros Confianza dice que en el 

condicionado de la pól iza se estableció en el punto 16 del clausulado  general ,  para 

efecto de cobertura relacionada con la responsabi l idad derivada del t ransporte de 

bienes que, la misma apl ica cuando el vehículo se encuent re relacionado y al no haber 

presentado la sociedad asegurada el l istado de vehículos no puede apl icarse el  

amparo.  

 

Revisada la cláusula 16 aludida, contenida en la segunda página del clausulado 

general en el aparte relat ivo al amparo básico, se t iene qu e la misma textualmente 

dispone: “Los daños a terceros derivados del transporte de bienes real izados por 

personal al  servicio del Asegurado o por personal al  servicios de terceros (contrat istas 

y subcontrat istas),  en vehículos propios, de terceros o de emp resas t ransportadoras; 

siempre que este servicio de t ransporte esté siendo prestado o haya sido autorizado 

por el  Asegurado. Este amparo solo aplica cuando el o los vehículos respectivos 
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se encuentren relacionados en la carátula de la póliza o documentos anexos a la 

misma”  (Carpeta2L lamamien toen garant ía /PDF 06  fo l io  32 )  (Resaltado intencional).  

 

Y examinada la caratula de la pól iza se evidencia que al l í  no se enl istó ningún 

vehículo, pero se señaló expresamente: “VEHÍCULOS PROPIOS Y NO PROPIOS, EN 

EXCESO DE LOS AMPAROS QUE OTORGA UNA PÓLIZA BÁSICA DE SEGURO DE 

AUTOS (CONTRATADA O NO) CON LÍMITES ASEGURADOS NO INFERIORES A 

$100'000.000 /  $100'000.000 /  $200'000.000 POR EVENTO. EN CASO DE SINIESTRO 

SE DEBE DEMOSTRAR LA RELACIÓN QUE EXISTE ENTRE EL VEHÍCULO 

SINIESTRADO Y EL CONTRATO AMPARADO BAJO LA PÓLIZA ” (Carpeta2L lamamientoen 

garan t ía /PDF  06  fo l ios27y  28)  (Resaltado intencional).  

 

El anál isis de las anteriores cláusulas denota,  en cierta medida, una contradicción,  

porque por un lado se alude a la procedencia del amparo para vehículos relacionados 

en la caratula, a pesar de no haberse enl istado ninguno y, por ot ro, se da entender 

que para el amparo basta la demostración de la relación entre el vehícul o siniestrado 

y el contrato amparado.  

 

La anterior divergencia debe ser resuelta en el sent ido de dar prelación a  lo est ipulado 

en la carátula, por t ratarse de una disposición especial,  concreta y más detal lada que 

aquel la contenida en el clausulado general,  sumado a que la cláusula general  remite 

a lo consignado en la carátula y, aunque es cierto que sugiere un l istado que no se 

plasmó, debe entenderse que en defecto de ese l is tado fue que precisamente  se 

consignó la disposición contractual especial relat iva a la acredi tación de la relación 

entre el vehículo siniestrado y el contrato amparado ,  no exist iendo discusión en 

este caso sobre esa relación , porque en la demanda se af i rmó, la que no fue 

desconocida por la aseguradora que se l imitó a insist i r e n la necesidad del l istado; 

además, en el plenario obra prueba documental que evidencia la relación referida. Así 

se desprende de la “INVESTIGACIÓN DE ACCIDENTE DE TRABAJO” real izada por la 

codemandada Consorcio A&C de Logíst ica y Mantenimiento  S.A.S. para establecer las 

causas del accidente, documentos que fueron arrimados por el  Consorcio Hel ios con 

la contestación de la demanda y que evidencia entrevistas  real izadas en dicha 

invest igación de accidente de t rabajo , siendo relevantes las efectuadas a José Libardo 

Ramírez quien di jo haber recibido el 19 de sept iembre de 2018 el vehículo de placas 

SOA 492 para “revisión de ingreso al consorcio Hel ios”  y la de Jimmy Clavi jo ,  mecánico 
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que en esa misma fecha inspeccionó el vehículo para el ingreso al consorcio;  

documentos que contrastados con el denominado como “INSPECCIÓN TÉCNICA DEL 

VEHÍCULO”  de placas SOA492 signado por el  referido señor Clavi jo el  19 de 

sept iembre de 2018 y donde f igura como contrat ista “A Y C” ,  permiten conclui r que el 

automotor t ipo volqueta con placas SOA 492 s í tenía relación con el Consorcio A&C 

de Logíst ica y Mantenimiento S.A.S y con el  contrato que celebró con  Consorcio Vial 

Hel ios (Cuaderno pr inc ipa l /  PDF  02  Fo l ios  208  a  215 y  PDF  20  Fo l io  104 ) ,  entes que precisamente 

obran en la caratula de la pól iza N° RO064171-RO117879 como asegurados, 

textualmente se estableció  al l í  “ASEGURADO: CONSORCIO A&C LOGISTICA DE 

MANTENIMIENTO S.A.S.  Y/O CONSORCIO VIAL HELIOS NIT 900.330.374 -1 Y/O 

PATRIMONIO”  (Carpeta2L lamamientoen  garant ía /PDF 06 fo l ios27y 28) .  

 

9.  Como sexto y f inal  reparo, expuso Seguros Confianza que el  a quo  desconoció que 

la cobertura de la pól iza es en exceso de otra de vehículos  que debía ser contratada 

de forma adicional  a la aquí  estudiada , la cual  es de predios, labores y condiciones , 

con sustento en lo cual alega que dicha aseguradora debe responder por lo que supere 

$200.000.000.  

 

Revisada la caratula de la pól iza discut ida, se advierte que al l í  se plasmó claramente 

que la misma opera:  “EN EXCESO DE LOS AMPAROS QUE OTORGA UNA PÓLIZA 

BÁSICA DE SEGURO DE AUTOS (CONTRATADA O NO) CON LÍMITES ASEGURADOS 

NO INFERIORES A $100'000.000 /  $100'000.000 /  $200'000.000 POR EVENTO”  y en 

el objeto de la pól iza se estableció : “INDEMNIZAR LOS DAÑOS Y/O PERJUICIOS 

PATRIMONIALES Y EXTRAPATRIMONIALES SIEMPRE QUE DERIVEN DE UN DAÑO 

FÍSICO Y/O MATERIAL IMPUTABLES AL TOMADOR Y/O ASEGURADO DE LA PÓLIZA, 

Y CAUSADOS POR LESIONES, MUERTE Y/O DAÑOS A LA PROPIEDAD DE 

TERCEROS  Y DERIVADOS DE LA EJECUCIÓN DEL CONTRATO Nº CVH -571-2017, 

REFERENTE A EL TRANSPORTE DE MATERIALES DE CONSTRUCCION EN EL 

PROYECTO DE RUTA DEL SOL SECTOR 1 ” (Carpeta2L lamamientoen garan t ía /PDF  06  fo l i os27y 

28)  (Resal tado intencional).   

 

De las anteriores est ipulaciones se  concluye que,  en efecto, le asiste razón a la parte 

recurrente en su alegación relat iva a que  la pól iza aquí discut ida entra a cubri r  el  

siniestro en exceso,  esto es, se trata de una pól iza de seguro adicional que 

proporciona cobertura por encima de los l ímites establecidos en una primaria, aspecto 
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que no fue detal lado por el  a quo ,  siendo lo correcto entender entonces que, el  monto 

en el  cual inicia esa cobertura en exceso  que corresponde a Seguros Confianza, es 

en lo que supere $100.000.000,  no siendo de recibo el aducido inicio de cobertura en 

$200.000.000, porque al establecerse en la caratula los montos del exceso , se indicó 

sin mayor detal le “$100'000.000 /  $100'000.000 /  $200'000.000 POR EVENTO”  sin 

precisar a cuál amparo corresponden los $100.000.000 y a cuál los $200.000.000,  y 

si  se t iene en cuenta el orden en que los amparos están consignados en la misma 

caratula de la pól iza como: “LESIONES, MUERTE Y/O DAÑOS A LA PROPIEDAD DE 

TERCEROS” debe entenderse que por el  daño MUERTE el  exceso inicia superados los 

$100.000.000 de la pól iza inicial ,  además,  la aseguradora no probó la af i rmación que 

real izó al contestar el  l lamamiento en garantía, relat iva a que por costumbre comercial  

los l imites  se ent ienden como $100.000.000 para daños de bienes de te rceros, 

$100.000.000 para muerte o lesiones a una persona y, $200.000.000 para muerte o 

lesiones de 2 o más personas,  siendo pert inente advert i r para conclui r que esta 

determinación no cambia por el  hecho de que no se haya acreditado la existencia de 

un seguro específ ico para el  vehículo t ipo volqueta, porque precisamente en la pól iza 

anal izada se determinó que el otro seguro podía ser o no tomado, lo que impl ica que 

f inalmente, más al lá de la existencia o no de dicho contrato de seguro primario, lo 

importante es que Seguros Confianza s olo debe responder por la condena impuesta 

en lo que supere $100.000.000 y hasta el l ímite asegurado, lo que impl ica que las 

condenadas sol idarias deberán responder por los montos que la pól iza no abarca.  

 

Resulta pert inente señalar para terminar que, aunque el juez de primera instancia 

señaló de forma genérica que Seguros Confianza debía responder “hasta el monto del 

valor asegurado, descontando el deducible pactado en la pól iza contratada, si  a el lo 

hubiere lugar y atendiendo la disponibi l idad de cobertura del valor asegurado” ,  

realmente no real izó un anál isis sobre el plur imencionado amparo en exceso, s iendo 

lo adecuado precisar el  ordinal QUINTO de la sentencia de cara a establecer con 

clar idad la obl igación de la aseguradora.  

 

IV. COSTAS 

 

Sin lugar a condena en costas en esta instancia dada la prosperidad parcial  de la 

alzada y la fal ta de pronunciamiento por parte de las partes no recurrentes.  
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En mérito de lo expuesto, el  TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLIN - SALA TERCERA 

DE DECISIÓN CIVIL ,  administrando Just icia en nombre de la Repúbl ica y por autoridad 

de la Ley,  

V. FALLA 

 

PRIMERO. MODIFICAR EL ORDINAL QUINTO de la sentencia de primera instancia, 

el  cual quedará así:  

 

“QUINTO: DECLARAR que la aseguradora SEGUROS CONFIANZA S.A.  
deberá responder f rente a los demandantes por la condena impuesta en 
esta sentencia en lo que supere $100.000.000 y hasta el monto del valor 
asegurado. Corresponderá a los demandados YEIMI YOJANA TOVAR 
SANDOVAL y al CONSORCIO A&C DE LOGÍSTICA Y MANTENIMIENTO 
S.A.S, pagar a los demandantes  los montos que la pól iza no abarca ” .  
 

SEGUNDO. CONFIRMAR en lo demás la sentencia de primera instancia.   

 

TERCERO .  NO CONDENAR  en costas en esta sede por lo expuesto.  

 

CUARTO .  En f i rme esta decisión, devuélvase al despacho de origen  

 
NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 
Los Magistrados 

 
 
 

MARTHA CECILIA OSPINA PATIÑO 
 
 
 

JUAN CARLOS SOSA LONDOÑO 
 
 
 

NATTAN NISIMBLAT MURILLO 
 

 

Firmado Por:



 

 

Martha Cecilia Ospina Patiño

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Sala 007 Civil

Tribunal Superior De Medellin - Antioquia

 

 

Juan Carlos Sosa Londono

Magistrado Tribunal O Consejo Seccional

Sala 001 Civil

Tribunal Superior De Medellin - Antioquia

 

 

Nattan  Nisimblat Murillo

Magistrado

Sala 010 Civil

Tribunal Superior De Medellin - Antioquia

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 9b404de308fbd722ead1045d190d02624e4f96c086afc34e9711f722abef8119

Documento generado en 11/06/2024 02:08:54 p. m.

 

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica


